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VENEZUELA


I.
INTRODUCCIÓN
394. La CIDH decidió la incorporación de la República Bolivariana de Venezuela (en adelante “Venezuela” o “el Estado”) en el Capítulo IV de su Informe Anual para 2011 de conformidad con el artículo 59(1)(h) de su Reglamento
.  La CIDH ha basado su análisis en la información recabada durante sus audiencias e información disponible de otras fuentes públicas, en el mecanismo de peticiones y casos, así como en el de medidas cautelares.  El 28 de noviembre de 2011, la CIDH transmitió al Estado una copia del borrador preliminar de esta sección de su Informe Anual de 2011 de acuerdo con el artículo citado, y le solicitó que remitiera sus observaciones dentro del plazo de un mes.  El Estado no envió su respuesta. 
395. De los cinco criterios expuestos en el Informe Anual de la CIDH de 1997 que la Comisión tiene en cuenta para identificar a los Estados miembros de la OEA cuyas prácticas en materia de derechos humanos merecen atención especial, la CIDH considera que la situación de Venezuela se enmarca dentro del criterio cinco que se refiere a
[…] situaciones coyunturales o estructurales, que estén presentes en Estados que por diversas razones enfrenten situaciones que afecten seria y gravemente el goce y disfrute de los derechos fundamentales, consagrados en la Convención Americana o en la Declaración Americana.  Este criterio incluye, por ejemplo: situaciones graves de violencia que dificultan el funcionamiento adecuado del Estado de Derecho; graves crisis institucionales; procesos de reforma institucional con graves incidencias negativas para los derechos humanos; u omisiones graves en la adopción de disposiciones necesarias para hacer efectivos los derechos fundamentales. 

396. En primer término, la Comisión ha identificado situaciones estructurales como las modificatorias normativas que implican restricciones legales y administrativas que afectan el goce y disfrute de los derechos humanos en Venezuela.  Al respecto, la Comisión reporta por ejemplo, la adopción de leyes en el marco de la “Ley que autoriza al Presidente de la República para dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las materias que se delegan”
, conocida como “Ley Habilitante”.  Asimismo, la Comisión ha observado de manera reiterada en sus Informes anteriores sobre Venezuela, situaciones estructurales como la de provisionalidad de los jueces y fiscales, la cual conlleva a la fragilidad del poder judicial y a su falta de independencia e imparcialidad, que impacta de manera negativa el ejercicio del derecho de acceso a la justicia.  Así también, ha identificado el uso abusivo del derecho penal y la afectación a la libertad de expresión, entre otros temas de especial interés para la Comisión.  En segundo término, la Comisión ha identificado situaciones coyunturales, como por ejemplo, las graves situaciones de inseguridad ciudadana y de violencia en los centros penitenciarios las cuales implican una afectación al ejercicio de los derechos humanos a la vida y a la integridad personal de los venezolanos, entre otros. Todas estas situaciones serán analizadas, con mayor detalle, a lo largo del presente Capítulo.  

397. La última visita de la Comisión a Venezuela se llevó a cabo en mayo de 2002, luego del quiebre institucional que tuvo lugar en abril del mismo año.  A partir de esa visita, en diciembre de 2003, la Comisión publicó el Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Venezuela en el que emitió una serie de recomendaciones.  Desde entonces, a fin de dar seguimiento a sus recomendaciones, así como de recabar información de primera mano sobre la situación actual de los derechos humanos en Venezuela, la Comisión ha realizado una serie de gestiones para solicitar al Estado su anuencia para realizar una visita de observación.  Hasta la fecha, el Estado se ha negado a permitir una visita de la CIDH a Venezuela, lo cual no sólo afecta las facultades asignadas a la Comisión como órgano principal de la OEA para la promoción y protección de los derechos humanos, sino que además debilita gravemente el sistema de protección creado por los Estados Miembros de la Organización. 

398. La Comisión aprobó el 30 de diciembre de 2009, el informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, en el cual ha analizado la evolución de los derechos humanos en el Estado.  La Comisión ha dado seguimiento a la situación de los derechos humanos y a dicho informe en el Capítulo IV de su Informe Anual de 2010 y continúa analizando la situación en el presente Informe a partir de información recibida durante el último año a través de sus mecanismos de protección de los derechos humanos, como son: la celebración de audiencias, la adopción de medidas cautelares, la solicitud de medidas provisionales a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la emisión de comunicados de prensa.  Asimismo, la Comisión fundamenta su análisis en información enviada por el Estado de Venezuela en atención a solicitudes de la CIDH sobre la situación general de derechos humanos bajo la facultad establecida en el artículo 41 de la Convención Americana y en información pública disponible. 

399. La Comisión desea reiterar que mantiene su disposición al diálogo con el propósito de discutir el contenido y recomendaciones del presente Informe y avanzar de manera conjunta en la protección de los derechos humanos de los habitantes de Venezuela. 


II.
ANÁLISIS SOBRE LA SITUACIÓN DE LOS DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS
A.
Acciones estatales para garantizar el derecho a la vida e integridad personal y una seguridad ciudadana democrática
400. La Comisión ha señalado en múltiples ocasiones que los Estados deben adoptar medidas no sólo para proteger a sus ciudadanos de violaciones a los derechos humanos cometidas por agentes del Estado, sino también para prevenir y sancionar los actos de violencia entre sujetos particulares.  La Comisión se ha referido además a las obligaciones de los Estados respecto de las acciones de actores no estatales involucrados con el crimen organizado, la corrupción, el tráfico de drogas, entre otros.  Puesto que la inseguridad afecta de manera directa el pleno goce de los derechos fundamentales de las personas, la CIDH ha resaltado la urgencia de reflexionar sobre la importancia de la seguridad ciudadana y el respeto a los derechos humanos, así como también de adoptar acciones efectivas para prevenir, controlar y reducir el crimen y la violencia
.

401. El Estado en el Informe Nacional presentado en julio de 2011, a propósito de su Examen Periódico Universal, reconoció que 

[l]a seguridad ciudadana, constituye uno de los valores superiores de la calidad de vida de los venezolanos y garantizarla es una función indeclinable del Estado. Históricamente, uno de los factores de mayor incidencia en la percepción de inseguridad presentada por la población, ha estado relacionado con la presencia, actuación y funcionamiento general de los diversos órganos policiales. Por ello, el Estado venezolano, consideró impostergable asumir el proceso de reordenamiento del sistema policial, por servir de instrumento de los anteriores gobiernos para reprimir y controlar a los más excluidos
.
402. En su Informe Nacional, Venezuela informó que según la VII Encuesta Nacional Urbana de Seguridad Ciudadana, para el 2010 los hogares que fueron víctimas de algún delito se redujeron en 15,9%, con respecto a 2009.  Mientras que la proporción de personas que percibe un aumento de la delincuencia en el país disminuyó 18,5%
.  Sin embargo, ha reconocido que garantizar plenamente el derecho a la vida, y en concreto a la seguridad ciudadana, sigue constituyendo un desafío.  En este sentido, ha indicado que continúa con “el esfuerzo por diseñar e implementar políticas públicas en la materia tendentes a combatirla desde una perspectiva eminentemente científica”
 y que está intensificando sus sistemas estadísticos, para un mayor seguimiento y evaluación de las políticas públicas y programas con enfoque de derechos humanos
.

403. Organizaciones de la sociedad civil, por su parte, indicaron ante la Organización de Naciones Unidas que pese a que los hombres son las principales víctimas de la violencia que sacude a Venezuela, la cual habría cobrado la vida de más de 100 mil personas en la última década, ésta también tiene profundas repercusiones para las mujeres
.  
404. Según los resultados del Estudio de Violencia Interpersonal y Percepción Ciudadana de la Situación de Seguridad en Venezuela del Instituto de Investigaciones de Convivencia y Seguridad Ciudadana (INCOSEC) realizado en julio de 2010, el 82,9% de las personas siente que la inseguridad en el país ha aumentado y casi la tercera parte de los hogares venezolanos declaran haber sido víctimas de algún tipo de delito.  Asimismo, de las personas que habían sido víctimas de un delito sólo el 37% presentó la denuncia, y de éstas el 75% se encontraban sin respuesta de las autoridades.  Entre los motivos que inhiben a las personas para interponer una denuncia se encuentran, en primer lugar, pensar que las autoridades no hacen nada por atenderlas y en segundo lugar temor a represalias por parte de los delincuentes, a lo cual se agregan los altos índices de impunidad, particularmente en delitos como el homicidio, donde sólo uno de cada diez homicidas recibió condena durante 2010
.

405. Como lo manifestó la Comisión en su informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos de diciembre de 2009, la seguridad ciudadana requiere de una fuerza policial civil que resguarde a los habitantes; de una administración de justicia fortalecida, sin corrupción ni impunidad; y de un sistema penitenciario que tienda a la verdadera recuperación e inserción social del detenido.  En ese sentido, la situación venezolana ha sido de particular interés para la CIDH y durante el año 2011 se continuó recibiendo información sobre la inseguridad ciudadana, así como de acciones específicas de cuerpos de policía en contra de la población.  

406. Un caso emblemático al que la CIDH ha dado seguimiento cercano es el relacionado con la familia Barrios.  Entre 1998 y 2010 fueron asesinados seis miembros de la familia Barrios: los dos hermanos de Néstor Caudi, Rigoberto, a los 15 años, y Wilmer José Flores; su primo Oscar, a los 22 años; y sus tíos Benito, Narciso y Luis. Benito y Narciso Barrios fueron ejecutados extrajudicialmente por la policía de Aragua, y la CIDH determinó en el procesamiento de este caso que habría elementos suficientes para concluir que lo mismo ocurrió con Luis, Rigoberto y Oscar Barrios.

407. La Comisión presentó el caso de la familia Barrios ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el primer semestre de 2010.  En enero de 2011, Néstor Caudi Barrios, testigo presencial de la ejecución extrajudicial de Narciso Barrios, sufrió un atentado contra su vida, el cual fue condenado por la Comisión
.  Posteriormente, el 28 de mayo de 2011 Juan José Barrios de 28 años de edad, fue asesinado por dos personas vestidas de negro que procedieron a dispararle en varias oportunidades.  Juan José Barrios era beneficiario de Medidas Provisionales dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  La Comisión condenó el asesinato y señaló que 

La CIDH y la Corte IDH le han dado seguimiento a esta situación mediante todas las acciones correspondientes, incluyendo solicitudes de información, medidas cautelares, medidas provisionales, informes de admisibilidad y de fondo de la Comisión y envío del caso a la Corte IDH. Sin embargo, el Estado de Venezuela no ha adoptado las medidas necesarias para proteger la vida de los miembros de esta familia, que continúa siendo víctima de asesinatos, detenciones, allanamientos, amenazas y hostigamiento. El Estado tampoco ha dispuesto que se realicen investigaciones efectivas sobre estos crímenes, que permanecen en la impunidad. 
La familia Barrios está siendo exterminada frente a la inacción del Estado, que ha ignorado los llamamientos, decisiones, recomendaciones y órdenes de los dos órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos
.
408. A la luz del panorama sobre seguridad ciudadana en Venezuela, la CIDH considera que las acciones estatales adoptadas por el Estado han sido insuficientes, tal y como lo indicó en su Informe sobre Democracia y Derechos Humanos de 2009 y en su Informe Anual para el año 2010, lo cual resulta en una afectación al goce y disfrute de los derechos humanos de los venezolanos.
409. La Comisión en su Informe sobre Democracia y Derechos Humanos en Venezuela se refirió también a la Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana (LFANB), promulgada en octubre de 2009, mediante la cual es posible armar a la población civil y entrenarla militarmente para defender los intereses políticos del gobierno
.  En esta ley fue creada la Milicia Bolivariana —que formaba parte de la reforma constitucional rechazada—, definida como un “cuerpo armado” de apoyo a la FANB para organizar milicias territoriales y cuerpos de civiles combatientes en organismos públicos, sector privado y organizaciones sociales y comunidades
. 

410. El Estado implementó en 2010 un plan de alcance nacional, en función del mapa delictivo nacional, que es el Dispositivo Bicentenario de Seguridad Ciudadana (Dibise), donde trabajan funcionarios policiales nacionales, estaduales, locales, y las comunidades, contando con el apoyo de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana
.

411. La Comisión, como lo ha señalado anteriormente en su Informe sobre Democracia y Derechos Humanos, mira con suma preocupación que, a través de la Milicia Nacional Bolivariana ciudadanos reciban entrenamiento militar y luego se incorporen a la vida civil para cooperar con el mantenimiento del orden interno.  La CIDH reitera enfáticamente que el entrenamiento militar no es adecuado para el control de la seguridad interna, por lo que el combate de la violencia en el ámbito interno debe corresponder únicamente a una fuerza policial civil debidamente entrenada que actúe en estricto apego a los derechos humanos.  A juicio de la Comisión, los ciudadanos que reciban entrenamiento militar no deben ser incorporados a las estrategias de defensa interna, así como tampoco debe desvirtuarse el rol de la sociedad en relación con la seguridad de la nación.
B.
Respeto y garantía de los derechos políticos
412. El 17 de diciembre de 2010 durante el periodo extraordinario de sesiones la Asamblea Nacional sancionó la “Ley que autoriza al Presidente de la República para dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las materias que se delegan”
, conocida como “Ley Habilitante”
.  Durante el 141˚ período ordinario de sesiones de la CIDH en la audiencia sobre la Ley Habilitante y derechos humanos en Venezuela se informó que a partir del 16 de diciembre de 2010, la Asamblea Nacional comenzó un periodo de sesiones extraordinario en el que se aprobaron y reformaron en el plazo de 18 días más de 11 leyes
.  Éstas aumentaron el poder y el control del Poder Ejecutivo Nacional sobre distintos ámbitos de la sociedad.  En diciembre de 2010 fueron publicadas en la Gaceta Oficial 39 leyes de esta saliente Asamblea Nacional: 15 Leyes Ordinarias (5 son reformas), 11 Leyes Orgánicas (5 son reformas), 12 Leyes Aprobatorias y una Ley Habilitante.  Concretamente, se informó que se reformaron: la Ley de Responsabilidad Social en Radio, Televisión y Medios Electrónicos; Ley Orgánica de Telecomunicaciones; Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal; Ley Orgánica del Poder Público Municipal; Ley de Partidos Políticos, Reuniones y Manifestaciones; la Ley Orgánica de Planificación Pública, Leyes de Consejos Locales de Planificación Pública y Consejos Estadales de Planificación y Coordinación de Políticas Públicas; y Ley Orgánica del Poder Público Municipal.  Asimismo, se aprobaron: la Ley de Soberanía Política y Autodeterminación Nacional, la Ley Orgánica del Poder Popular y la Ley Orgánica de las Comunas y Ley del Sistema Económico Comunal de Consejos Comunales y, se modificó el Reglamento Interno y de Debates de la Asamblea Nacional a fin de limitar el número de sesiones que pueden realizar los nuevos Diputados de la Asamblea, así como sus intervenciones.  Adicionalmente, la “Ley Habilitante” habilitó al Presidente de la República para dictar normas hasta el mes de junio de 2012, periodo que excede su periodo constitucional en varios ámbitos
.

413. Por su parte, el 31 de diciembre de 2010, el Secretario General de la OEA, José Miguel Insulza, indicó estar preocupado por la Ley Habilitante y otras medidas aprobadas en Venezuela.  Al respecto señaló “[c]reo que es preocupante que un poder del Estado sea en la práctica privado de algunas atribuciones, o que algunas personas que van a entrar en el Congreso sean privadas de su inmunidad”.  Añadió que estaba consultando con algunos países y que “[e]l equilibrio de poderes es un tema que está en la carta democrática interamericana y que cuando se dictan leyes como la Ley Habilitante, con la duración que tiene, es un tema que sí es preocupante”.
  En enero de 2011, el Secretario General de la OEA indicó que él no había pedido que se modificara la “Ley Habilitante” en Venezuela o que el organismo tomara alguna decisión al respecto
.  Igualmente señaló que el silencio de los países miembros respecto al tema se debía a la situación de tranquilidad y de buenas relaciones entre los países de América Latina, por lo que podía haber reticencia a crear discordia en ese ambiente
.

414. El 21 de diciembre de 2010 la Asamblea Nacional aprobó la Ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional, publicada en la Gaceta Número 6.013 Extraordinario de 23 de diciembre de 2010.  Conforme a esta ley se penaliza “a todas las personas naturales o jurídicas de derecho público o privado, organizadas para desarrollar actividades con fines políticos
 o actividades para la defensa de los derechos políticos
, que reciban ayudas económicas o aportes financieros de personas naturales o jurídicas extranjeras provenientes de fuera del territorio nacional; así como “la participación de ciudadanos extranjeros o ciudadanos extranjeros que, bajo el patrocinio de estas organizaciones “emitan opiniones que ofendan las instituciones del Estado, sus altos funcionarios o funcionarias, o atenten contra el ejercicio de la soberanía”
.  

415. Conforme a los artículos 4 y 5 de la ley, “[e]l patrimonio y demás ingresos de las organizaciones con fines políticos u organizaciones para la defensa de los derechos políticos, deben ser conformados exclusivamente con bienes y recursos nacionales” y, “solo podrán recibir donaciones o contribuciones que provengan de personas naturales o jurídicas nacionales y dentro del territorio nacional”.  Las penas que contempla la ley son una principal y otra accesoria.  La pena principal depende de si quien la comete es: 1) una organización con fines políticos u organizaciones para la defensa de los derechos políticos, en cuyo caso será sancionada con multa equivalente al doble del monto recibido
; 2) una persona natural, en cuyo caso será sancionada con multa equivalente al doble del monte recibido
; 3) una organización con fines políticos u organizaciones para la defensa de los derechos políticos o una persona natural que inviten ciudadanos extranjeros para que emitan opiniones que ofendan las instituciones del Estado, en cuyo caso serán sancionados con multa comprendida entre cinco mil y 10 mil unidades tributarias
.  Adicionalmente, en este último supuesto, los ciudadanos extranjeros que participen en las anteriores actividades están sujetos al procedimiento de expulsión, conforme a lo previsto en las leyes que regulan la materia
.  La pena accesoria consiste en la inhabilitación política por un lapso entre cinco y ocho años del presidente de las organizaciones anteriores “o quienes reciban las ayudas económicas, aportes financieros o auspicien la presencia de ciudadanos o ciudadanas extranjeras que atenten contra la soberanía, independencia de la Nación y sus instituciones”.

416. La Ley no indica qué órgano del Estado es competente para supervisar el cumplimiento de la ley, ni para aplicar las sanciones previstas, ni el procedimiento aplicable.  Dada la amplitud de la definición de ”actividad política o actividades para la defensa de los derechos políticos” contemplada en el artículo 3 de la ley, estas actividades podrían eventualmente incluir cualquier actividad de cualquier organización de la sociedad civil cuya labor consista en la promoción y defensa pública de valores, principios y derechos reconocidos en la Constitución, así como tratados internacionales de derechos humanos, a través de foros, charlas, talleres de formación, declaraciones ante medios de comunicación, divulgación de informes, formulación de denuncias. 

417. La Comisión indicó en el Capítulo IV del Informe Anual de 2010 que esta ley resulta de suma preocupación, ya que la misma crea “la posibilidad de que las Organizaciones No Gubernamentales de Derechos Humanos encargadas de vigilar el ejercicio del poder público (característica que las abarca en su gran mayoría) vean seriamente comprometida su capacidad para desempeñar sus importantes funciones
”.  Se señaló que
[e]n América Latina, la mayoría de las organizaciones no gubernamentales abocadas a la defensa y promoción de los derechos humanos y al control del poder político dependen de los fondos de la cooperación internacional para funcionar efectivamente, ya que a nivel local hay escasas o nulas oportunidades de financiamiento independiente. Al prohibir ese tipo de financiamiento, la ley propuesta en la Asamblea Nacional tendría por efecto el cierre de todas las organizaciones independientes, que en los últimos años y en todos los países de la región han cumplido un importante papel en la defensa y promoción de los derechos humanos, muchas veces ante el sistema interamericano de protección de los derechos humanos
.  
418. La reforma legislativa aprobada el 17 de diciembre de 2010 también incorporó a la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones del año 1965 un capítulo nuevo que atribuye a la propia Asamblea la facultad de sancionar a los diputados que incumplan en forma reiterada con las orientaciones y posiciones políticas contenidas en el programa de gestión consignado ante el Consejo Nacional Electoral cuando inscribieron sus candidaturas.  Toda conducta de incumplimiento se califica como “fraude al electorado”.  
419. Las conductas consideradas como “fraudulentas” consisten en: votar en contra del contenido programático y orientación político-ideológica del programa; hacer causa común con contenidos y posiciones políticas contrarias a éste, así como con fuerzas políticas contrarias a los movimientos sociales u organizaciones políticas que lo respaldaron; y separarse del Grupo Parlamentario de Opinión perteneciente a la organización política o social que lo postuló, para integrar o formar otro Grupo Parlamentario contrario al programa.  Las sanciones previstas son la suspensión o inhabilitación parcial o total del cargo de diputado, previa solicitud de al menos el 0,1% del total de inscritos en el registro electoral de la entidad federal o circunscripción electoral donde fue electo y aprobada por mayoría de la Asamblea Nacional.  La reforma también contempla que la decisión de la Asamblea podrá remitirse a la Contraloría General de la República para la inhabilitación política del diputado sancionado.  Al respecto, la Comisión considera que dicha tipificación constituye una violación a los derechos políticos y responsabilidades públicas de los diputados, imponiéndoles obligación de obediencia al partido y a sus militantes.  
420. Dicha reforma legislativa, introdujo también limitaciones a la participación de los diputados en los debates y en el acceso de los ciudadanos y medios de comunicación privados a las sesiones.  En este sentido, la reforma establece que las sesiones plenarias únicamente pueden ser retransmitidas por la televisora del Estado, ANTV, eliminando el artículo que garantizaba a los medios de comunicación social la cobertura de las sesiones.  Asimismo, la reforma reduce el número y tiempo del derecho de palabra de los diputados y, permite la limitación de su ejercicio cuando se traten asuntos distintos de aquellos previstos en el orden del día, considerados de urgencia por la Junta Directiva
. 

C.
Respeto y garantía estatal para el ejercicio de la libertad de expresión

1.
Agresiones a medios y periodistas

421. La Comisión fue informada del asesinato del periodista Wilfred Ojeda Peralta, encontrado muerto en la madrugada del 17 de mayo de 2011 en el municipio de Revenga, estado Aragua.  En su momento, la Relatoría Especial reconoció la rápida intervención de las autoridades policiales venezolanas para esclarecer el caso y solicitó no descartar la posibilidad de que el asesinato hubiese sido motivado por el trabajo periodístico del comunicador
.  El 28 de junio, el Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas (CICPC) concluyó que dos hermanos serían los responsables del crimen y que el asesinato se habría originado en una deuda que el periodista tendría con uno de ellos.  El CICPC declaró el caso “resuelto policialmente” y anunció que los sospechosos “esta[rían] siendo solicitados por el Tribunal Primero de Control del estado Aragua”
.
422. La CIDH tuvo conocimiento del ataque a disparos contra la emisora estatal venezolana Vive TV Zulia, el 31 de julio de 2011, que causó heridas a dos trabajadores del canal
.  Según la información recibida, dos presuntos responsables del tiroteo contra la emisora habrían sido abatidos el 3 de agosto de 2011 al enfrentarse a agentes policiales
.
423. La CIDH fue informada de diversas agresiones sufridas por trabajadores de medios de comunicación por parte de miembros de fuerzas de seguridad estatales.  El 6 de diciembre de 2010, agentes de la Guardia Nacional Bolivariana habrían agredido en Apure a varios periodistas que cubrían una protesta salarial de trabajadores de la gobernación de ese estado.  Según tuvo conocimiento esta Relatoría Especial, varios de los guardias nacionales militares habrían golpeado al secretario general de la seccional del Colegio Nacional de Periodistas en Apure, José Ramón González, a quien intentaron detener y arrebatar su equipo fotográfico.  También habría sido atacado el periodista Aly Pérez, del diario Visión Apureña
.  El 23 de diciembre de 2010 el fotógrafo de la Agencia Francesa de Prensa (AFP), Miguel Gutiérrez, habría resultado herido  en la cabeza, durante una operación policial en Caracas para disolver una manifestación de estudiantes opuestos a la Ley de Universidades
.  El 15 de enero de 2011, según lo informado, miembros de la Guardia Nacional habrían intentado quitar las cámaras a los fotógrafos Enio Perdomo, de El Universal, y José (Cheo) Pacheco, de El Universal y Últimas Noticias, mientras cubrían una protesta de familiares de presos en la cárcel de La Planta, en Caracas
. El 28 de marzo, la periodista de Globovisión, Lorena Cañas, habría sido agredida por policías del estado Bolívar cuando cubría una manifestación de jóvenes que exigían la liberación del exalcalde del municipio Sifontes, Carlos Chancellor
.

424. La CIDH recibió información acerca de varios incidentes en los que  personas afines al Gobierno habrían agredido a comunicadores.  El 20 de enero de 2011, vigilantes de la red estatal de mercados de la Productora y Distribuidora Venezolana de Alimentos (PDVAL) habrían forcejeado con la periodista Gabriela Iribarren, del diario Últimas Noticias, y arrebatado la libreta donde ella tomaba nota de los precios de los productos en San José, Caracas.  De acuerdo con lo informado a la Relatoría Especial, ese mismo día la periodista logró recuperar la libreta y recibió disculpas de parte de la gerencia de PDVAL
.  La presidenta saliente de la Cámara Municipal de Vargas, Miriam González, habría agredido el 11 de enero a la periodista Luisa Álvarez, del equipo de prensa de la Cámara, durante una sesión en la que se elegía e instalaba la nueva directiva del municipio.  Según tuvo conocimiento esta oficina, González habría increpado a la periodista para que no tomara notas de sus declaraciones, la llamó “traidora” y la golpeó en el rostro.  La periodista habría sufrido heridas
.  El 1˚ de abril, presuntos empleados de la empresa estatal Petróleos de Venezuela (PDVSA) habrían agredido a un equipo de prensa del partido Primero Justicia, que documentaba actividades de esa agrupación en las inmediaciones de la sede de la compañía petrolera, en Caracas
.  El 1˚ de abril, un grupo de personas presuntamente simpatizantes del Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV) habría agredido a los periodistas Juan Vicente Maya, del periódico Las Noticias de Cojedes, y a Rosana Barreto, del diario La Opinión, y a otros trabajadores de prensa, en las afueras de una radioemisora en Cojedes, cuando esperaban al gobernador del estado Miranda, Henrique Capriles Radonsky, quien estaría ofreciendo entrevistas en esa localidad
.
425. La CIDH fue informada de la agresión que habría sufrido un equipo periodístico de Globovisión, el 7 de abril de 2011 en Trujillo, cuando cubrían una protesta pacífica de trabajadores de enfermería del Hospital Central de Valera De acuerdo con lo reportado a esta oficina, personas presuntamente afiliadas al Sindicato Bolivariano de Enfermeros y Enfermeras habrían agredido de manera física y verbal a la periodista Laura Domínguez y al camarógrafo Heisser Gutiérrez y les habrían arrebatado su equipo de grabación
.

426. El 19 de febrero de 2011, según conoció la Relatoría Especial, el canal estatal Venezolana de Televisión (VTV), ubicado en el sector de urbanización Los Ruices, en Caracas, habría quedado temporalmente sin servicios de telefonía ni Internet, debido a que personas desconocidas habrían quemado intencionalmente los equipos de cableado de la empresa telefónica CANTV
.

427. El 13 de agosto de 2011, comunicadores del programa “Zurda Kondukta” de la cadena estatal VTV habrían sido agredidos cuando cubrían en Puerto Ordaz el lanzamiento de la candidatura para la gobernación del estado Bolívar del diputado  opositor Andrés Velázquez. De acuerdo con la información disponible, los comunicadores Oswaldo Rivero y Marcos Ramírez intentaban entrevistar a asistentes al acto cuando varias personas los habrían golpeado y les habrían arrebatado una cámara de video
.  El 13 de septiembre, comunicadores de VTV que intentaban entrevistar al ex gobernador de Zulia y dirigente opositor, Oswaldo Álvarez Pérez, habrían sido agredidos y expulsados de un recinto donde se celebraba el 70 aniversario del Partido Acción Democrática.  Según lo informado, el político habría intentado golpear a Oswaldo Rivero y Pedro Carvajalino cuando éste lo llamó “asesino”.  Posteriormente, asistentes a la actividad habrían insultado, empujado y expulsado a los comunicadores del salón y les habrían destruido una cámara
.  
2.
Amenazas y hostigamiento
428. La CIDH fue informada de las amenazas de muerte que habría recibido el 24 de enero la periodista y caricaturista del diario El Universal, Rayma Suprani, mediante la red social Twitter, que habrían sido enviadas desde una cuenta a nombre de una reconocida dirigente y activista progubernamental. De acuerdo con la información recibida, el mensaje amenazante habría sido motivado por una caricatura crítica que publicó Suprani, en relación con un cable submarino que interconectará las telecomunicaciones entre Venezuela, Cuba y Jamaica
.  En diciembre de 2010 y enero de 2011, el secretario de Reporteros Gráficos, del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Prensa (SNTP), Nilo Jiménez, habría recibido mensajes intimidantes y amenazas de muerte mediante llamadas telefónicas anónimas, en las cuales, según la información aportada a esta oficina, se le advertía que dejara de recolectar información para un libro que prepara, con una recopilación fotográfica acerca de violaciones a la libertad de expresión en Venezuela
.  De acuerdo con información recibida, el reportero del diario El Carabobeño, Kevin García, habría sido amenazado de muerte el 22 de febrero por parte de dos individuos que le habrían advertido que lo matarían si seguía escribiendo acerca del municipio de Guacara, estado de Carabobo
.
429. El periodista estadounidense, John Enders, denunció ser víctima de acoso por parte de agentes del Servicio Bolivariano de Inteligencia (SEBIN).  De acuerdo con lo informado, el 13 de febrero el periodista se encontraba en la ciudad de Sabaneta, estado Barinas, cuando se dio cuenta de que estaba siendo seguido y fotografiado por dos desconocidos
.

430. La CIDH recibió información concerniente a la intervención o hackeo, desde el 31 de agosto de 2011, de las cuentas electrónicas de periodistas, escritores, defensores de derechos humanos y políticos en redes sociales, blogs y cuentas de correo electrónico. El ataque electrónico anónimo habría consistido en la inserción de textos con insultos, amenazas y estigmatizaciones, así como la divulgación de información privada, destrucción de datos y amenazas de identificar públicamente las fuentes de información de los afectados.  De acuerdo con lo informado, al menos 14 personas que han manifestado posiciones críticas o independientes frente al Gobierno habrían sufrido la agresión
. Un grupo anónimo llamado N33 se habría atribuido la ejecución de los ataques.  En un comunicado de los perpetradores emitido el 2 de septiembre, leído en la emisora estatal VTV, el grupo N33 alegó que la finalidad de las intervenciones era evitar que los legítimos dueños de las cuentas las emplearan “bajo la excusa de la libertad de expresión” para atacar a las instituciones venezolanas y al jefe de Estado.  El grupo N33 sostuvo que no tenía vínculos con el Gobierno pero se declaró simpatizante del presidente Chávez
.  A la fecha de cierre de este informe, las intervenciones de cuentas electrónicas continúan y no se ha recibido información acerca de investigaciones emprendidas por el Estado para identificar y sancionar a los responsables. 

431. El 7 de abril de 2011, la periodista Maolys Castro y el fotógrafo Ernesto Morgado, ambos del diario El Nacional, habrían sido retenidos durante unas seis horas en las instalaciones militares de Fuerte Tiuna, en Caracas, cuando cubrían una manifestación de damnificados por desastres naturales, alojados en ese centro militar.  De acuerdo con lo informado, militares detuvieron a los comunicadores en la entrada del fuerte, los despojaron de sus documentos de identidad y no les informaron acerca de las razones de la detención. Horas después fueron puestos en libertad, después de ser conminados a firmar un acta en presencia de abogados y funcionarios de la Defensoría del Pueblo
.

432. El 7 de abril, el director de la Zona Educativa del Estado Mérida habría despedido de su cargo al educador Manuel Aldana, director del Colegio Estatal “Rafael Antonio Godoy”, en Mérida, presuntamente por haber informado al diario oficialista “Correo del Orinoco” la detección de dos casos de gripe AH1N1 detectados en ese centro educativo
.

3.
Restricciones indirectas a la libertad de expresión: exhorto para suspender programación que las autoridades encuentran “ofensiva”

433. La CIDH fue informada de que la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL) exhortó el 13 de enero de 2011 a la empresa de televisión Televen “a suspender de forma inmediata la transmisión de los programas 12 Corazones y de la telenovela colombiana Chepe Fortuna, por su tratamiento denigrante de Venezuela”
 y el 15 de enero, en su informe ante la Asamblea Nacional, el presidente Hugo Chávez cuestionó la transmisión de la telenovela colombiana a la que calificó como “un irrespeto” para Venezuela
.  El presidente Chávez señaló que Televen había accedido a retirar la telenovela.

4.
Procesos penales contra periodistas y líderes de la oposición

434. El 27 de enero de 2011, la Sala de Casación Penal del Tribunal Supremo de Justicia dejó en firme la sentencia
 de 30 meses de prisión en contra del periodista Gustavo Azócar, por el delito de “lucro ilegal en actos de administración pública”.  Los jueces desestimaron un recurso de casación interpuesto por la defensa del periodista
.  A Gustavo Azócar se le otorgó el beneficio de libertad condicional pero se le impuso la sanción complementaria de inhabilitación política. Al periodista también se le había prohibido hablar de su caso y en julio de 2009 fue encarcelado durante ocho meses por reproducir en un blog personal noticias relacionadas con su situación legal
.  El 7 de febrero de 2011, Gustavo Azócar habría comparecido ante un tribunal del estado Táchira acusado de difamación
 contra un oficial del Ejército.  De acuerdo con lo informado, el caso se originó en un artículo que Gustavo Azócar publicó en septiembre de 2004, en el diario El Universal, en el cual el periodista citaba un informe oficial que daba cuenta de presuntas irregularidades en tareas de cedulación de ciudadanos, bajo la responsabilidad del militar querellante. En un acuerdo conciliatorio, en abril de 2005, el periodista se comprometió a permitir la réplica al oficial en su programa de televisión “Café con Azócar”, en la Televisión Regional del Táchira; sin embargo, el militar no habría recibido autorización de sus superiores para referirse al caso.  Cuando finalmente pudo dar declaraciones, el querellante habría manifestado que la responsabilidad por la presunta ofensa sería del autor del informe y no del periodista; sin embargo, el trámite del proceso continuó
.

435. La CIDH tuvo conocimiento de la condena penal impuesta el 13 de julio de 2011 al ex gobernador del estado Zulia, Oswaldo Álvarez Paz, por el delito de difusión de información falsa, consagrado en el Código Penal de la República Bolivariana de Venezuela
.  De acuerdo con la información recibida, el Tribunal 21 de Juicio del Área Metropolitana de Caracas sentenció a Álvarez Paz a dos años de prisión, con el beneficio de libertad condicional, y le prohibió salir del país.  El caso se originó el 8 de marzo de 2010, cuando Álvarez Paz, comentó en el programa “Aló Ciudadano”, de la emisora privada Globovisión, la existencia de investigaciones judiciales internacionales acerca de presuntas actividades y nexos del crimen organizado internacional en Venezuela.  Debido a esos comentarios, los diputados oficialistas Manuel Villalba y Pedro Lander presentaron una denuncia ante el Ministerio Público para que investigara la conducta de Álvarez Paz, por la comisión de varios delitos previstos en el Código Penal venezolano, incluyendo conspiración, difusión de informaciones falsas e instigación a delinquir.  Además de ex gobernador de Zulia, Oswaldo Álvarez Paz es precandidato presidencial del opositor Polo Constitucional y fue candidato a la presidencia de Venezuela en 1993
.  En octubre de 2011, Oswaldo Álvarez Paz no habría recibido copia de la sentencia condenatoria y todavía no habría podido apelar el fallo
.

436. La CIDH fue informada de la decisión tomada por la justicia venezolana de prohibir temporalmente la circulación del semanario Sexto Poder en Venezuela y ordenar la captura, detención y procesamiento penal de la directora editorial y el presidente de dicho medio
.  De acuerdo con la información recibida, el viernes 19 de agosto de 2011 circuló la edición del semanario Sexto Poder correspondiente al domingo 21 de agosto, que incluía un artículo de tono satírico titulado “Las poderosas de la Revolución”, ilustrado con un montaje fotográfico de seis altas funcionarias del Estado venezolano vestidas como bailarinas de cabaret. El objetivo de la publicación era cuestionar una alegada dependencia de los órganos de control en Venezuela, respecto del poder ejecutivo nacional
.  Algunas de las funcionarias aludidas así como otros altos funcionarios públicos, indicaron que el fotomontaje y el texto ofendían la “dignidad de la mujer venezolana” y que constituía “violencia de género”.  Adujeron que la publicación contenía un “discurso de odio”, que “vilipendiaba” a las funcionarias y a las instituciones que representaban
.  Una vez conocida la publicación, la Contralora habría denunciado a los periodistas ante la Fiscalía tras lo cual, en menos de 24 horas, el Tribunal 9° de Control del Área Metropolitana de Caracas, decretó una medida cautelar para prohibir la “edición y distribución por cualquier medio” del semanario
.  El mismo juzgado ordenó la detención de la directora general de Sexto Poder, Dinorah Girón Cardona, y de su presidente y editor general, Leocenis García, por presuntas violaciones al Código Penal de Venezuela originadas en la publicación del citado artículo.  El 21 de agosto, agentes del SEBIN arrestaron a la periodista Girón, quien fue liberada dos días después cuando el referido Juzgado Noveno dictó libertad condicional.  Sin embargo, el juzgado le impuso la prohibición de salir del país, la obligación de presentarse a firmar a los tribunales cada 15 días, así como impedimentos para referirse públicamente a su caso y participar en concentraciones públicas.  El 23 de agosto de 2011, la Relatoría Especial solicitó información al Estado acerca de este caso. En su respuesta, el Estado indicó que a raíz de la publicación a Dinorah Girón se le imputan los delitos de “vilipendio a funcionario público, instigación pública al odio y ofensa pública por razones de género”, mientras que a Leocenis García se le imputan cargos por “instigación al odio, vilipendio y violencia de género”. De acuerdo con la información aportada por el Estado, tales delitos están previstos y sancionados en el Código Penal y en la Ley Orgánica sobre el Derecho de la Mujer a una Vida Libre de Violencia
.  Asimismo, el 29 de agosto, el Estado informó a la Relatoría Especial que había sido revocada la prohibición de publicar el semanario.  Sin embargo, se informó que el juez le impuso a Sexto Poder la prohibición de publicar información que contenga material “gráfico o textual” que “constituya[n] una ofensa u/o ultraje a la reputación, o al decoro de algún representante de los poderes públicos, y cuyo objetivo sea exponerlos al desprecio o al odio público”.  También prohibió la publicación de “contenidos vejatorios y ofensivos contra el género femenino” y ordenó retirar los ejemplares de la edición del pasado 19 agosto que se encontraran a disposición del público
.  El 28 de agosto, el semanario no pudo circular dado que se encontraba vigente la medida judicial originalmente adoptada.  El 30 de agosto, Leocenis García se entregó a las autoridades
.
437. De acuerdo con información recibida por la CIDH, Leoncenis García se encontraba realizando una huelga de hambre en el centro de detención donde estaba recluido y en la madrugada del 17 de noviembre de 2011 habría sido trasladado en contra de su voluntad al Hospital Militar.  La información indicaba que la familia y los abogados de Leocenis García no contaron inicialmente con información sobre su paradero y que, a pesar de su delicada condición de salud, éste no habría recibido tratamiento médico.  El 18 de noviembre de 2011 la Comisión solicitó información al Estado conforme a sus facultades establecidas en el artículo 41 de la Convención Americana sobre dicha situación y sobre su estado de salud y las condiciones en las que se encuentra.  

5.
Procesos administrativos

438. La CIDH tuvo conocimiento de que el 18 de octubre de 2011 el Directorio de Responsabilidad Social de CONATEL sancionó a la emisora de televisión Globovisión con una multa de 9.394.314 bolívares fuertes (aproximadamente US$ 2,1 millones), equivalente al 7,5% de sus ingresos brutos correspondientes al año 2010
.  De acuerdo con la información recibida, la sanción fue impuesta debido a transgresiones de los artículos 27 y 29 de la Ley de Responsabilidad Social en Radio, Televisión y Medios Electrónicos (Ley Resorte), derivadas de los hechos transmitidos por Globovisión entre el 16 y el 19 de junio de 2011 respecto a la situación carcelaria en el Centro Penitenciario El Rodeo
.  Según la resolución emitida el 18 de octubre, el Directorio de Responsabilidad Social concluyó que el canal de televisión transmitió “mensajes que promovieron alteraciones del orden público, hicieron apología al delito, e incitaron al ordenamiento jurídico vigente, promovieron el odio por razones políticas y fomentaron la zozobra en la ciudadanía, durante los días 16, 17, 18 y 19 de junio de 2011”.  Según conoció la Relatoría Especial, Globovisión reportó durante varios días información acerca de los hechos ocurridos en las inmediaciones del Centro Penitenciario El Rodeo y la intervención de las fuerzas del orden público.  La cobertura incluyó entrevistas a familiares de personas privadas de libertad, a políticos opositores y a funcionarios del Estado
. 
439. La CIDH ha manifestado su preocupación en cuanto al contenido de la Ley de Responsabilidad Social en Radio, Televisión y Medios Electrónicos y a su más reciente reforma de diciembre de 2010, la cual incorpora un amplio catálogo de restricciones redactadas en un lenguaje vago y ambiguo, y hace más gravosas las sanciones por violación de tales prohibiciones.  A ese respecto, esta Relatoría estima necesario poner de presente que las normas legales vagas e imprecisas pueden otorgar facultades discrecionales demasiado amplias a las autoridades, las cuales son incompatibles con la plena vigencia del derecho a la libertad de expresión, porque pueden sustentar potenciales actos de arbitrariedad que impongan responsabilidades desproporcionadas por la expresión de noticias, informaciones u opiniones de interés público.  Este tipo de normas, por su simple existencia, disuaden la emisión de informaciones y opiniones por miedo a sanciones, y pueden llevar a interpretaciones amplias que restringen indebidamente la libertad de expresión; de allí que el Estado deba precisar las conductas que pueden ser objeto de responsabilidad ulterior, para evitar que se afecte la libre expresión de ideas incómodas o de informaciones inconvenientes sobre la actuación de las autoridades.
440. Asimismo, la CIDH ha expresado su preocupación por la ausencia de garantías de independencia de los órganos encargados de aplicar la Ley de Responsabilidad Social en Radio, Televisión y Medios Electrónicos.  La Relatoría observa que los miembros de CONATEL pueden ser libremente designados y destituidos por el Presidente de la República sin que existan salvaguardas destinadas a asegurar su independencia e imparcialidad.  Además, siete de los once miembros del Directorio de Responsabilidad Social son elegidos por el Poder Ejecutivo, y la referida Ley no establece criterio alguno para la designación de los miembros de este Directorio, ni define un plazo fijo para el ejercicio de sus cargos ni establece causales taxativas para su remoción. 
441. La CIDH recibió información concerniente a la exclusión del Canal 67 Tu Imagen TV de la grilla de programación de la empresa de cable Representaciones Inversat C.A, Tele-Red, de Charallave, estado Miranda, desde el 28 de marzo de 2011
. De acuerdo con la información recibida, la exclusión de la grilla habría ocurrido después de que el alcalde de Charallave, José Ramírez, escribiera una nota el 16 de noviembre de 2010 al presidente de la empresa Tele Red, en la cual exigió que el Canal 67 fuera “suspendido indefinidamente en sus transmisiones”.  En esa misma nota, el alcalde sostuvo que el contenido del Canal 67 “ha sido sistemáticamente parcializado para favorecer a un sector político de oposición en detrimento del equilibrio comunicacional”, comete “agresiones desinformativas” y “recoge impresiones en la comunidades contra el gobierno municipal”
. El 28 de marzo, funcionarios de la CONATEL se presentaron a las instalaciones de Canal 67 y de Representaciones Inversat a realizar una inspección de las condiciones técnicas de la emisora y su situación legal, en la que se habría constatado la carencia de un contrato por escrito entre la televisora y la empresa de cable, que habría motivado la exclusión del canal de la grilla de programación
.  El 7 de abril de 2011, Canal 67 habría subsanado la falta al firmar un contrato con Representaciones Inversat C.A, que de inmediato fue consignado ante la CONATEL
.  No obstante, la empresa cablera habría alegado que mantendría al Canal 67 fuera de la grilla hasta recibir por escrito el visto bueno de parte de CONATEL.  A pesar de solicitudes de información a CONATEL y a diversas entidades del Estado acerca de la situación, los representantes de Canal 67 y de la empresa de cable no han recibido respuesta y persiste la suspensión de las transmisiones de la televisora
.

442. La CIDH recibió información concerniente a los procesos de cierre de diversas emisoras de radio, algunas de ellas incluidas en los procesos iniciados en 2009 contra 34 emisoras, por contravenir, según las autoridades del CONATEL
, disposiciones de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones
.  El 2 de febrero el Tribunal Supremo de Justicia ratificó el cierre de Radio Bonita “La Guapa”, de Guatire, estado Miranda. De acuerdo con lo informado, la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) declaró improcedente el recurso de nulidad
 interpuesto por Radio Bonita “La Guapa” en contra de la resolución de cierre dictada por el entonces Ministro del Poder Popular para las Obras Públicas y Vivienda
.  El 18 de marzo de 2011, CONATEL ordenó el cierre de la emisora Carabobo  Estéreo 102.3 FM, de la ciudad de Valencia, estado Carabobo,  así como la incautación de equipos y materiales necesarios para el funcionamiento de la radio, al considerar que no contaba “con la debida habilitación administrativa y concesión”
. Soldados de la Guardia Nacional habrían cerrado el 20 de enero la emisora Onda Costera 95,1 FM, en Costa de Oro, estado Aragua, e incautaron los equipos de transmisión. Según la información recibida, el cierre habría sido solicitado por autoridades locales debido a la emisión de informaciones relacionadas con la ocupación ilegal de viviendas en esa localidad
. El 25 de marzo, CONATEL ordenó el cierre e incautación de equipos de la emisora Musicable Higuerote 93.7 FM, en Higuerote, estado Miranda, al alegar una presunta operación clandestina de la emisora, afirmación que fue negada por los propietarios de la estación
. En 2009, la Relatoría Especial ya había manifestado su preocupación por el cierre masivo de emisoras y expresó su inquietud por el hecho de que, después de varios años de inacción, las autoridades anunciaran tales medidas en un contexto de tensión entre los medios privados y el Gobierno y de constantes críticas por parte de agentes del Estado al contenido editorial de los medios que serían afectados, lo que sugiere que la línea editorial de esos medios sería una de las motivaciones para las medidas de cierre
.

443. La CIDH fue informada de que un decreto publicado el 29 de marzo de 2011 en la Gaceta Oficial otorgó al Vicepresidente de la República la facultad unilateral para definir la rectoría de las políticas públicas en todo lo relacionado con el espectro radioeléctrico y la potestad de “otorgar, revocar, renovar y suspender” las concesiones de frecuencias de radio y televisión
.

6.
Acceso a la información

444. La CIDH recibió información acerca de la existencia de una serie de dificultades para garantizar el derecho de acceso a información pública, como interpretaciones judiciales que restringen ese derecho, falta de un recurso judicial idóneo, restricciones en el acceso de los periodistas a fuentes informativas, falta de información disponible en sitios web gubernamentales y falta de respuestas a peticiones de información pública
.  Según lo informado, las instituciones públicas estarían aplicando como criterio para rechazar pedidos de información una decisión del Tribunal Supremo de Justicia del 15 de julio de 2010, según la cual es necesario “i) que él o la solicitante de la información manifieste expresamente las razones o los propósitos por los cuales requiere la información; y ii) que la magnitud de la información que se solicita sea proporcional con la utilización y uso que se pretenda dar a la información solicitada”
. Tal criterio se reflejó, por ejemplo, en una respuesta de la CONATEL a una solicitud de información planteada por la Asociación Civil Espacio Público, en la cual el órgano regulador sostuvo que, de acuerdo con la decisión vinculante del Tribunal Supremo de Justicia, el solicitante debe comunicar a la entidad “el fin ulterior para el cual se requiere la información solicitada, con el propósito que este ente regulador determine lo conducente, atendiendo a la ponderación que realice entre la proporcionalidad de la misma y el uso para el cual será destinada”
.  La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que “[la] información solicitada debe ser entregada sin necesidad de acreditar un interés directo para su obtención o una afectación personal salvo en los casos en que se aplique una legítima restricción”
.  Existirían además obstáculos para contar con un recurso judicial idóneo que garantice el acceso a información pública, dado que en Venezuela no existe una ley de acceso a la información y los juzgados han decidido cambiar la tesis original según la cual el derecho de acceso se podía exigir mediante un recurso rápido y sencillo (amparo) para sostener que es necesario agotar todo el procedimiento del Recurso de Abstención o Carencia establecido en la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, que no reúne tales características. 
445. La CIDH tuvo conocimiento de las limitaciones que habrían sido impuestas para el acceso de comunicadores a diversas dependencias públicas. De acuerdo con lo reportado a esta oficina, durante 2011 se habrían incrementado las restricciones impuestas a periodistas para acceder y obtener información en entidades como la Asamblea Nacional, el Tribunal Supremo de Justicia, el Palacio de Miraflores (sede del Poder Ejecutivo), el Ministerio de Planificación y Finanzas y la sede de la empresa estatal, PDVSA
.  En la Asamblea Nacional, a partir de febrero se prohibió a los periodistas y fotógrafos presenciar los debates legislativos y se les permite seguir las discusiones exclusivamente desde un televisor en una sala adjunta. Incluso, el 3 de febrero de 2011, fue suspendido de manera súbita el audio de la transmisión, con el alegato de que la sesión había sido declarada privada. Ante las protestas de los comunicadores, un funcionario legislativo los habría empujado e insultado
.  A uno de los periodistas involucrados en ese incidente, Oliver Fernández, de la emisora Televén, la Asamblea Nacional le habría cancelado el 21 de febrero la credencial de acceso a ese edificio público, sin dar explicaciones. El noticiero habría solicitado nuevamente la acreditación de acceso a la Asamblea al equipo de prensa a cargo de Ricardo Durán, más le fue negado sin otorgar razones por escrito.  Las nuevas reglas, en la práctica, habrían sido extendidas incluso a la libre circulación de los comunicadores dentro del edificio del Congreso. Antes de febrero, la restricción alcanzaba solo a los camarógrafos de televisión
.  Las limitaciones fueron establecidas a partir de una reforma del Reglamento Interior y de Debates de la Asamblea Nacional aprobada en diciembre de 2010, según la cual la Fundación Televisora de la Asamblea Nacional proveerá a las emisoras privadas la señal de las sesiones legislativas
. De acuerdo con lo informado, entre enero y septiembre de 2011, organizaciones nacionales defensoras del derecho a la libertad de expresión habrían registrado 21 denuncias de restricciones al acceso de periodistas a fuentes de información oficial, en las que se incluyen tanto limitaciones para ingresar a edificios públicos como discriminaciones a medios de comunicación privados para participar en conferencias de prensa de organismos públicos
.

446. Según lo informado, un análisis de 65 peticiones de información a diversas entidades públicas, entre agosto y octubre de 2011, evidenció que  el 82 por ciento de las solicitudes no fueron respondidas,  mientras que el 12% obtuvieron una respuesta positiva y el 2% recibieron una negativa explícita
.  Por otra parte, una evaluación de los sitios web de 28 instituciones públicas, efectuada durante octubre de 2011, reveló que ninguna entidad cumple con los estándares establecidos en la Ley Modelo para el Acceso a la Información Pública, aprobada por la Asamblea General de la OEA en 2009, aunque hay un mayor cumplimiento en las alcaldías del Área Metropolitana de Caracas y menor en el Gobierno central nacional
. 
D.
Garantías para el debido proceso legal y de un acceso efectivo a la justicia
447. La Comisión ha reiterado en diversas ocasiones que la vigencia de los derechos y libertades en un sistema democrático requiere un orden jurídico e institucional en el que las leyes prevalezcan sobre la voluntad de los gobernantes, en el que exista un control judicial de la constitucionalidad y legalidad de los actos del poder público, vale decir, presupone el respeto del Estado de Derecho
. 

448. El Estado de Venezuela ha señalado que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela contempla los mecanismos necesarios para garantizar la independencia de los poderes públicos.  Concretamente, el Título IV, denominado del Poder Público proclama la independencia de los poderes públicos nacionales, y en la exposición de motivos se establece el principio restrictivo de la competencia, según el cual los órganos que ejercen el poder público sólo pueden realizar aquellas atribuciones que les son expresamente consagradas en la Constitución y en la Ley
.

449. Tomando en cuenta dicho marco Constitucional, la Comisión examinó en su Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela 2009 y examina en el presente Capítulo si existen las suficientes garantías para afianzar la independencia del poder judicial frente a otros poderes públicos en Venezuela.

450. La Corte Interamericana ha destacado que uno de los objetivos principales que tiene la separación de poderes públicos es la garantía de la independencia de los jueces
.  Un poder judicial independiente es indispensable como contralor de la constitucionalidad de los actos de otros poderes del Estado, así como también como órgano encargado de administrar justicia.

451. La Comisión ha prestado especial atención a la situación de la administración de justicia en Venezuela, particularmente a través del Informe sobre Democracia y Derechos Humanos en Venezuela de 2009, el Informe de seguimiento de su Informe sobre Venezuela del año 2003, de los informes incluidos en el Capítulo IV de su Informe Anual, de las audiencias celebradas durante los periodos de sesiones y de los casos elevados ante la Corte Interamericana
.  A través de estos mecanismos, la Comisión ha manifestado su preocupación por aspectos que afectan la independencia e imparcialidad del poder judicial, en particular por los altos porcentajes de jueces y fiscales en situación de provisionalidad y el incumplimiento de algunos de los procedimientos legales y constitucionales en el proceso para su designación y destitución.  La Comisión también ha recibido información sobre presuntas injerencias del poder ejecutivo en las decisiones judiciales.

452. La Comisión Interamericana ha establecido que, entre las garantías necesarias para asegurar el cumplimiento adecuado e independiente de las funciones judiciales se encuentran los mecanismos de designación de los jueces, la estabilidad en su cargo y la capacitación profesional adecuada.  Asimismo, se requiere que los tribunales sean autónomos de otras ramas del gobierno, esto es, que estén libres de influencias, amenazas o interferencias de cualquier origen
.

453. En su Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, la Comisión analizó el proceso de nombramiento de jueces y fiscales en Venezuela, así como el marco normativo del proceso de elección de jueces
.  Tal y como fue señalado dicho informe
 la Comisión ha tenido conocimiento que durante el año 2011
 se habría continuado con el nombramiento de jueces provisorios, temporales y accidentales y que la mayoría de los nombramientos de estos jueces se han amparado en el establecimiento de un estado permanente de urgencia.  Si bien las distintas resoluciones de nombramiento o traslado de jueces citan como fundamento los artículos 255 y 267
 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y la parte in fine del artículo 20 de Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, las designaciones se realizan en virtud  de “[...]la urgencia de proveer las vacantes ocurridas en los distintos Tribunales de la nación, a fin de evitar la paralización de los procesos judiciales, y previo el examen de las credenciales correspondientes a los aspirantes [...]”.

454. Como lo ha manifestado anteriormente la Comisión, tanto el cumplimiento de los procedimientos constitucionales y legales para el nombramiento de los jueces, así como el vacío jurídico en cuanto a las categorías de jueces mencionadas, expone a estos funcionarios a posibles presiones indebidas en el ejercicio de la importante función que realizan y consecuentemente implica un grave peligro para la independencia del Poder Judicial venezolano
.  La Comisión igualmente ha señalado que otro de los aspectos que no contribuye a la independencia de los jueces es el mecanismo de revocación de la designación de los jueces, a través del cual un importante número de jueces ha sido removido al margen de lo establecido en la Constitución sin el correspondiente procedimiento administrativo
.  Cabe destacar que en el año 2011 el Sistema de Naciones Unidas destacó respecto de Venezuela que “la provisionalidad de los jueces suponía una limitante y podía condicionar su independencia.  El fortalecimiento institucional y material del sistema de administración de justicia y la supresión de la provisionalidad en el nombramiento de jueces eran medidas necesarias para reforzar la independencia judicial y constituían un desafío pendiente para el Estado”
.

455. La Corte Interamericana ha señalado que el presupuesto esencial de la independencia judicial, además de un adecuado proceso de nombramiento consiste en la permanencia de los jueces en su cargo
.  En este sentido, los Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la Independencia de la Judicatura establecen que “[l]a ley garantizará la permanencia en el cargo de los jueces por los periodos establecidos” (Principio 11) y que “[s]e garantizará la inamovilidad de los jueces, tanto a los nombrados mediante decisión administrativa como de los elegidos, hasta que cumplan la edad para la jubilación forzosa o expire el periodo para el que hayan sido nombrados o elegidos, cuando existan normas al respecto” (Principio 12).

456. La Comisión señaló en su Informe sobre Democracia y Derechos Humanos en Venezuela de 2009 que junto a las garantías de estabilidad, resulta necesario el establecimiento de un régimen de responsabilidad de jueces y fiscales, para aquellos casos en que a través de un procedimiento justo y adecuado se haya comprobado su mal desempeño
.  Al respecto, la Comisión recuerda que en junio de 2009 se aprobó el Código de Ética del Juez Venezolano y la Jueza Venezolana, el cual estableció que los órganos con competencia disciplinaria sobre los jueces serían el Tribunal Disciplinario Judicial y la Corte Disciplinaria Judicial
.  La Comisión observa con satisfacción que el 30 de junio de 2011 la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judicial cesó su competencia disciplinaria
, ya que el 9 de junio de 2011 la Asamblea Nacional aprobó la designación de los jueces integrantes del Tribunal Disciplinario Judicial y la Corte Disciplinaria Judicial y el 16 de septiembre de 2011 ambos órganos iniciaron funciones
.

457. La Comisión considera que la entrada en funciones de dichos órganos constituye un avance significativo en la regulación disciplinaria de la administración de justicia y continuará dando seguimiento a la actuación de dichos órganos.  No obstante, la Comisión insiste en su preocupación por la reforma al artículo 61 del Código de Ética del 23 de agosto de 2010, el cual dispone que “[d]urante la investigación, si fuere conveniente a los fines de la misma, el Tribunal Disciplinario Judicial podrá decretar, en forma cautelar, la suspensión provisional del ejercicio del cargo de juez o jueza[…]”.  Como lo señaló la Comisión en su Capítulo IV del Informe Anual del año 2010 se considera que la posibilidad de destitución de un juez con base en la “conveniencia” determinada por el Tribunal Disciplinario Judicial, podría generar una posible discrecionalidad y generar una falta de seguridad jurídica respecto a las decisiones que tome este Tribunal
.

458. En relación con los fiscales del Ministerio Público, los cuales son de libre nombramiento y remoción, la Comisión ha venido señalando consistentemente que la provisionalidad de los fiscales y por tanto, la ausencia de estabilidad laboral en sus cargos, puede verse reflejada en la falta de determinación, continuidad y finalización de líneas específicas de investigación al impulsar las investigaciones en materia penal, así como en el incumplimiento de plazos en etapa de investigación
.  La Comisión considera que esta situación de provisionalidad en la que se encuentran los jueces y fiscales en Venezuela puede tener consecuencias negativas frente a los derechos de las víctimas en el marco de procesos penales relacionados con violaciones a los derechos humanos
.

459. Durante el año 2011, la Comisión ha continuado recibiendo información sobre el nombramiento provisorio de fiscales.  Así, en el periodo comprendido entre el 15 de octubre de 2010 y el 15 de marzo de 2011 de un total de 230 nombramientos realizados 64 son fiscales provisorios, 161 fiscales auxiliares interinos, 2 fiscales suplentes, 3 fiscales superiores
.  El nombramiento de fiscales durante el año 2011 se ha realizado mediante la publicación en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de las Resoluciones del Ministerio Público en las cuales se designa a distintas personas en los cargos señalados anteriormente, sin ningún tipo de motivación
.
460. Además de la importancia de mecanismos adecuados de designación de jueces, el derecho a un poder judicial independiente requiere que los mismos principios o mecanismos sean también aplicados para la designación de fiscales.  Al respecto, la Comisión ha destacado la importancia de la implementación adecuada de la carrera fiscal dado el rol fundamental que cumple el Ministerio Público en cuanto al impulso de las investigaciones penales, lo que implica la necesidad de garantizar la independencia, imparcialidad e idoneidad de los fiscales a fin de asegurar la efectividad de las averiguaciones y la eliminación de los factores de impunidad, especialmente en los casos de violaciones a los derechos humanos
.

461. La Comisión recuerda que dentro de la protección brindada por el artículo 8 de la Convención Americana (garantías judiciales) existen algunos requisitos a observar con la finalidad de garantizar la independencia de los operadores y operadoras de justicia.  Al respecto, la Corte Interamericana, siguiendo lo dispuesto por la Corte Europea
 y los Principios Básicos de las Naciones Unidas relativos a la independencia de la Judicatura
 ha señalado que los Estados se encuentran obligados a garantizar su adecuado proceso de nombramiento
, la garantía contra presiones externas 
 y la inamovilidad en el cargo
.  

462. Con base en las anteriores garantías, la Comisión recuerda que la estabilidad de los operadores y operadoras de justicia constituye una de las garantías esenciales para el debido proceso legal protegido por la Convención Americana, en este sentido, conforme a los Principios básicos de las Naciones Unidas relativos a la independencia de la Judicatura, todo procedimiento para la adopción de medidas disciplinarias, la suspensión o la separación del cargo debe resolverse de acuerdo con las normas de comportamiento judicial establecidas
.
463. Finalmente, corresponde destacar el reconocimiento realizado por el Estado a propósito de su Examen Periódico Universal, a saber 

La promoción y protección de los derechos humanos se debe continuar y profundizar a través de sensibilización y capacitación de policías, jueces, fiscales y defensores públicos en la materia. Con tal propósito, se han creado y fortalecido la Escuela Nacional de Fiscales, la Escuela Nacional de la Magistratura, así como la Universidad Nacional Experimental de la Seguridad; todas ellas iniciativas importantes en cuyos pénsum de estudios, se encuentran las materias de Derechos Humanos, como eje transversal que coadyuve a su efectivo cumplimiento
.

1.
El Tribunal Supremo de Justicia

464. El 17 de octubre de 2011 la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela emitió un fallo de constitucionalidad, de ponencia del magistrado Arcadio Delgado Rosales, en el que declaró inejecutable la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 1º de septiembre de 2011, que condenó al Estado venezolano a asegurar que las sanciones de inhabilitación no constituyan impedimento para la postulación del señor Leopoldo López Mendoza en el evento de que desee inscribirse como candidato en procesos electorales.

465. Dicha sentencia surge como consecuencia de una acción de inconstitucionalidad interpuesta por Carlos Escarrá Malavé, en su calidad de Procurador General de la República y otros contra el fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Leopoldo López Mendoza por considerar, entre otros argumentos, (i) la alegada parcialidad de la Corte Interamericana por haber apreciado como fundamento de su decisión un escrito amicus curiae, suscrito por la organización Human Rights Foundation, presidida por un familiar consanguíneo de Leopoldo López Mendoza; (ii) el hecho de que Leopoldo López Mendoza no habría agotado los recursos internos antes de acudir al sistema interamericano de protección de derechos humanos; (iii) que las medidas dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos están dirigidas a varios órganos del Estado para que pague las costas procesales, lo que se traduce en una injerencia en las funciones propias de los poderes públicos; (iii) que la invocación del denominado “test de previsibilidad” para declarar la responsabilidad del Estado venezolano, desconoce el derecho interno y pretende aplicar figuras propias del derecho anglosajón y ajenas al sistema interamericano; (iv) que la sentencia desconoce la lucha del Estado venezolano contra la corrupción y la aplicación de la Convención Interamericana contra la Corrupción; y finalmente (v) presuntas imprecisiones y contradicciones de la sentencia de la Corte; consideraron que la sentencia transgrede el ordenamiento jurídico venezolano
.

466. La Sala Constitucional señaló en su sentencia que la Convención Americana sobre Derechos Humanos no es una normativa de rango supraconstitucional y que de conformidad con el artículo 23 de la Constitución, las normas contenidas en la CADH son de rango constitucional y sólo prevalecen en el orden interno “en la medida en que contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables” a las establecidas en la Constitución.  

467. Asimismo, la Sala señaló que al aplicar el “control de convencionalidad” verificó que Venezuela ha suscrito con posterioridad a la Convención Americana dos importantes tratados contra la corrupción, la Convención Interamericana contra la Corrupción (1996) y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (2003) que no sólo prevén sino que obligan a los Estados partes a tomar medidas modernas y eficaces, no sólo judiciales sino también de naturaleza administrativa y/o disciplinaria, para sancionar la corrupción que incluyen la inhabilitación “por mandamiento judicial u otro medio apropiado y por un periodo determinado por su derecho interno a los sujetos de corrupción”
.  Finalmente, la Sala Constitucional señaló, tanto en la parte motiva como en la dispositiva de la sentencia, que la inhabilitación de Leopoldo López Mendoza es administrativa y no política por lo cual goza de los derechos políticos que consagra la Constitución.

2.
Remoción y persecución de jueces con tinte político

468. En su Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela de 2009, la Comisión se refirió a la situación de distintos jueces que fueron removidos luego de adoptar decisiones que afectaban los intereses del Gobierno, respecto de los cuales, a la luz de la información pública disponible, se evidenciaba una injerencia política en la decisión de su destitución
.  

469. Durante el año 2010, la Comisión continuó recibiendo información sobre la situación de la Jueza 31 de Control del Área Metropolitana, María Lourdes Afiuni Mora, quien decidió sustituir el 10 de diciembre de 2009 la medida privativa de libertad del ciudadano Elegio Cedeño por una medida cautelar menos gravosa
, ya que para la fecha había permanecido privado de libertad por más de dos años en violación del plazo máximo de detención preventiva contemplado en el Código Orgánico Procesal Penal que establece un plazo máximo de dos años
, basándose en la Opinión No. 10/2009 (Venezuela) emitida por el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria del Consejo de Derechos Humanos de 1˚ de septiembre de 2009.  En dicha opinión, el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria declaró la privación de libertad del señor Cedeño como arbitraria, con base en su prolongada detención provisional.

470. Tal y como fue señalado por la Comisión en el Informe sobre Democracia y Derechos Humanos en Venezuela y por el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria en su Opinión de 3 de septiembre de 2010, la jueza Afiuni fue arrestada junto a los alguaciles Rafael Rondón y Carlos Lotuffo en la sede del tribunal, minutos después de emitir su resolución, por agentes de la Policía de Seguridad Pública adscritos a la Dirección de los Servicios de Inteligencia y Prevención (DISIP, actualmente SEBIN), quienes no mencionaron ni el motivo de la detención ni la autoridad que la había ordenado y no mostraron orden judicial alguna
.  Al día siguiente, en cadena nacional de radio y televisión, el Presidente de la República Hugo Chávez, calificó a la jueza Afiuni de “bandida” y señaló: “Yo exijo dureza contra esa jueza; incluso le dije a la presidenta del Tribunal Supremo [de Justicia, Luisa Estela Morales], y le digo a la Asamblea Nacional: “habrá que hacer una ley porque es mucho más grave un juez que libere a un bandido, que el bandido mismo.  Es infinitamente más grave que un asesinato, entonces habrá que meterle pena máxima a esta jueza y a los que hagan eso. Treinta años de prisión pido yo a nombre de la dignidad del país”
.  Igualmente, el 11 de diciembre de 2009, la orden de arresto fue comunicada a la jueza Afiuni, es decir al día siguiente de su detención, mencionándose la comisión de irregularidades que permitieron la liberación del señor Cedeño
.  El 10 de diciembre de 2010 la Corte Interamericana otorgó medidas provisionales a la jueza Afiuni.
471. Mediante resolución de 2 de marzo de 2011 la Corte Interamericana resolvió levantar las medidas provisionales dictadas a favor de la jueza Afiuni.  La Corte señaló que 

[e]videntemente la situación de riesgo en que se encuentra la beneficiaria no ha sido completamente eliminada, pero la situación de vulnerabilidad en que se encuentran las personas privadas de libertad es una característica inherente a dicha condición. Al respecto la Corte observa que la adopción de las medidas sustitutivas de prisión preventiva, en virtud de las cuales se han modificado las condiciones de detención de la jueza Afiuni, manteniéndola en “detención domiciliaria”, evidencia que la situación en que actualmente se encuentra la beneficiaria no se ajusta al estándar de gravedad que se ha verificado anteriormente y, en todo caso, la urgencia e inminencia de la situación ya no concurren.

Respecto a la eventual necesidad de atención médica especializada por médicos de la elección de la jueza Afiuni, el Tribunal observa que, en respuesta al escrito presentado por los representantes el 13 de diciembre de 2010 para solicitar el cumplimiento de la Resolución del Presidente, el Juzgado Vigésimo Sexto de Caracas resolvió, el 20 de diciembre, permitir que la beneficiaria fuera atendida, en caso de ser necesario, por los médicos de su elección, aunque en instituciones estatales. Asimismo, la Corte observa que, según información remitida por los propios representantes, el Estado ha dado cumplimiento a la resolución antes citada, especialmente mediante la operación que fue practicada a la beneficiaria, entre otros, por un médico de su elección. En este sentido, el Tribunal valora la información presentada por los representantes y concluye que el Estado ha contribuido al cumplimiento del otro objetivo de las medidas provisionales, a saber, la atención médica de la señora Afiuni por médicos de su elección
.
472. A lo largo de 2011, la Comisión no ha sido informada de que a la jueza Afiuni se le haya proporcionado un tratamiento médico adecuado para las enfermedades que la aquejan.  La Comisión tiene conocimiento que desde febrero de 2011 la jueza Afiuni se encuentra en prisión domiciliaria donde fue trasladada tras haber sido operada de emergencia
.  

473. En cuanto al proceso penal seguido en contra de la jueza Afiuni, según información de conocimiento público, la jueza Afiuni se acogió al artículo 350 de la Constitución, el cual dispone que “[e]l pueblo de Venezuela, fiel a su tradición republicana, a su lucha por la independencia, la paz y la libertad, desconocerá cualquier régimen, legislación o autoridad que contraríe los valores, principios y garantías democráticos o menoscabe los derechos humanos, y decidió no participar del juicio que se le sigue
.

474. La Comisión ha conocido que el juez de la causa, Alí Fabricio Paredes, ha intentado trasladar a la jueza Afiuni a la fuerza a la sala de audiencias a fin de efectuar el juicio.  Según declaró el equipo de la defensa de la jueza Afiuni a Globovisión “[e]l juez Alí Paredes obligó a María Lourdes Afiuni a entrar a la sala de audiencia sin la presencia de sus abogados y la fiscal del Ministerio Público”
.  De acuerdo a la información recibida, el 13 de diciembre de 2011 el juez Paredes decidió extender por dos años más la medida de detención preventiva contra ella
.
475. La Comisión reitera que el caso de la jueza Afiuni envía una fuerte señal a la sociedad y al resto de los jueces de que el poder judicial no tiene la libertad de adoptar decisiones contrarias a los intereses del gobierno
, pues de hacerlo corren el riesgo de ser removidos de sus cargos, procesados y sometidos a sanciones. 
3.
Situación de los alegados presos políticos

476. Durante el 141˚ Periodo de Sesiones, la CIDH recibió información sobre la situación de los alegados presos políticos en Venezuela donde informó que las autoridades de los poderes públicos, en particular el Poder Judicial “han recrudecido su permanente actitud de violación e irrespeto a las leyes nacionales, así como a los pactos y tratados internacionales”.  Indicaron que han sido públicos y notorios casos de personas públicamente conocidas por sus opiniones personales críticas o que han ejercido funciones públicas en las que han realizado actos que no son del agrado del Poder Ejecutivo
.  
477. Informaron que en la mayoría de dichos casos, la detención inicial ha sido arbitraria e ilegal, mediante allanamientos ejecutados sin las debidas garantías judiciales, lo cual ha agravado la situación de las personas detenidas, al haberlas colocado en una situación de completa indefensión.  Sostuvieron que otro factor común se refiere a las opiniones de altos funcionarios de los poderes públicos distintos a los de la administración de justicia, quienes señalan cuáles deberían ser las sentencias condenatorias o la pena.  Indicaron que cada día se hace más difícil el acceso a recursos judiciales adecuados y efectivos, a la realización de investigaciones adecuadas y a su desarrollo de forma imparcial, seria y diligente y en un tiempo razonable.  Sostuvieron que existe un déficit judicial en el país y observan “una línea programada y concertada entre los órganos de justicia para criminalizar y penalizar a estos ciudadanos, utilizando la persecución política por los más graves delitos previstos en el ordenamiento jurídico”.  

III.
ANÁLISIS SOBRE LA SITUACIÓN DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 
478. En su Informe sobre Democracia y Derechos Humanos en Venezuela de 2009, la Comisión analizó el marco jurídico de protección de los derechos económicos, sociales y culturales en Venezuela, así como la situación de algunos de dichos derechos, tomando en cuenta de manera particular los indicadores relativos a pobreza, educación y salud, a la luz de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Protocolo de San Salvador y la Carta Democrática Interamericana.  Asimismo, en el marco de la protección de los derechos económicos, sociales y culturales la Comisión consideró especialmente la protección de los derechos de los pueblos indígenas y los derechos sindicales
.

479. Durante el 143˚ período ordinario de sesiones de la CIDH se llevó a cabo una audiencia sobre situación general de los derechos humanos solicitada por el Estado, en la que éste expuso los logros alcanzados, particularmente en relación con el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales.  El Estado aportó información sobre el cumplimiento de las Metas del Milenio y presentó un estudio en base a indicadores de análisis comparativo desde 1990 -en su mayoría- hasta la actualidad, en cuanto a las mejoras alcanzadas por el Gobierno.  Reiteró que la política social y económica del Gobierno Bolivariano ha permitido que se haya cumplido como sociedad con las metas de reducción de la pobreza, el hambre, la igualdad de género, la erradicación del analfabetismo, el aseguramiento de tratamiento gratuito a personas con VIH-SIDA, morbilidad y mortalidad por tuberculosis, abastecimiento de agua potable y metas de protección ambiental
.

480. En su Informe Nacional para el Examen Periódico Universal de Naciones Unidas presentado en julio de 2011, Venezuela informó que sus logros respecto a la erradicación de la pobreza han sido la disminución de los hogares en pobreza extrema, los cuales pasaron de 21% para 1998, a 7,1% para 2010, de acuerdo con los estudios realizados por el Instituto Nacional de Estadística (INE)
.  Asimismo, indicó que para el primer semestre de 2010, el coeficiente de Gini de Venezuela se ubicó en 0.3898, lo que indica que es el país con menos desigualdad en América Latina
 y que ha cumplido con éxito la primera meta de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), que es la de disminuir a la mitad, entre 1990 al 2015, la proporción de las personas en pobreza extrema
.  Venezuela indicó además que en su reporte 2010, la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y Agricultura (FAO) incluyó a Venezuela en la segunda categoría de países con mayor seguridad agroalimentaria, “lo que refleja el éxito de las políticas nacionales en materia de acceso y distribución de alimentos”.  Indicó que ha cumplido con la meta de los ODM en la materia y que actualmente se trabaja en estrategias para llevar el indicador a cero
.

481. El 20 de diciembre de 2010, la Asamblea Nacional aprobó un proyecto de ley de Educación Universitaria
. Este proyecto de ley establece que la educación universitaria, además de ser un derecho humano universal, es “un bien irrevocablemente público, al servicio de la transformación de la sociedad, (…) en el marco de la construcción de una sociedad socialista
” y un “proceso de construcción de hegemonía cultural para la superación de la sociedad capitalista”
. 

482. Sobre esta ley, la Comisión indicó en el Capítulo IV del Informe Anual de 2010 que “el establecimiento por parte del Estado de políticas públicas para el ámbito de la educación universitaria constituye un objetivo legítimo del Estado.  Sin embargo, dicho objetivo debe perseguirse atendiendo a los límites que impone el respeto pleno de los derechos humanos, que en el ámbito de la educación universitaria se expresan, entre otros, en derecho a la libertad de pensamiento y expresión, del cual deriva la libertad académica.  Pese a que se establecen fuertes mecanismos de intervención en la gestión universitaria y en los contenidos de la enseñanza, la ley se refiere a la autonomía de las universidades y establece que esa autonomía será ejercida “[m]ediante la libertad académica, para debatir las corrientes del pensamiento
.” Desde este punto de vista, el proyecto presenta una seria contradicción dado que la libertad de pensamiento y de expresión de la cual deriva la libertad académica tiene la más absoluta vigencia en el ámbito académico y universitario, y de ninguna manera puede limitarse sometiéndola a principios ideológicos, religiosos o morales impuestos desde el Estado con carácter obligatorio.

483. El Presidente de la República vetó esta ley el 4 de enero de 2011 y la devolvió a la Asamblea Nacional para continuar su discusión.  Según declaraciones dadas por el Presidente a la prensa “el veto a la Ley de Educación Universitaria es una demostración, una vez más, del profundo carácter democrático del Gobierno Bolivariano”
.

484. En su informe Nacional para el Examen Periódico Universal de Naciones Unidas Venezuela resaltó que en materia de educación en 2010, la UNESCO reconoció en sus informes a Venezuela como el quinto país del mundo con mayor tasa bruta de matriculación en educación universitaria, con 85% y el segundo en América Latina y el Caribe
 y que para 2010 se registraba un total de 172 instituciones de educación universitaria, de las cuales 77 son oficiales y 95 son privadas.  Asimismo, indicó que la matrícula en el sector asciende a 2.293.914 inscritos, de los cuales 2.184.327 corresponden a pre-grado y 109.587 a postgrado
.  En materia de salud, indicó que en 2011, 24 millones de venezolanos, que representan 80% de la población son atendidos en un total de 13.510 centros de salud pública de manera gratuita
.  Finalmente, señaló que para 2010, el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales logró alcanzar un total de 1.804.087 pensionados; experimentando un crecimiento considerable ya que para 1998 esta cifra era de 191.187 pensionados; así como de 12.157.710 asegurados, de los cuales 7.188.203 son hombres y 4.969.507 mujeres
.
485. A la luz de la información recibida, la Comisión continúa reconociendo y valorando los avances alcanzados en el ámbito de los derechos económicos, sociales y culturales a través de políticas y medidas dirigidas a subsanar las falencias que aquejan a amplios sectores de la población venezolana y los avances normativos en Venezuela con relación a la protección y garantía de estos derechos.  La prioridad dada por el Estado a estas medidas resulta fundamental para garantizar una vida digna a la población y constituye una base importante para el mantenimiento de la estabilidad democrática.

486. En materia de vivienda, el 9 de enero de 2011, el Presidente Hugo Chávez indicó en su primer Aló Presidente del año que se encontraba realizando “los ajustes necesarios a la Ley Orgánica de Emergencia para Terrenos Urbanos, para continuar acometiendo el plan de viviendas y así prestar especial atención a las familias que resultaron afectados por las lluvias”.  Anunció que la ley de terrenos urbanos sería aprobada en menos de una semana, vía Ley Habilitante.

487. El Presidente se pronunció a favor de las expropiaciones de edificios y terrenos que se había realizado a lo largo de esa semana en el oeste de Caracas y que habían sido tomados por personas que se habrían identificado como afectados por las lluvias que azotaron el país en diciembre de 2010 dejando más de 130.000 damnificados. Concretamente señaló: "Son edificios viejos y en su mayoría abandonados, y los dueños, cuando preguntas por ellos, resulta que están en España, en Francia, en Miami".  El Presidente también se refirió a un terreno en esa zona perteneciente a la empresa Polar, el cual fue tomado el 7 de enero y cuya expropiación fue aprobada el 8 de enero de 2011.  Indicó que se estaba terminando de redactar una ley orgánica de emergencia para terrenos urbanos y vivienda, vía Ley Habilitante, para así poder dar respuesta a todos los problemas que sufre el país en esta materia
.

488. El 13 de febrero de 2011, el Presidente aprobó el decreto de creación de 17 Áreas Vitales de Vivienda y Residencia (AVIVIR) en el marco de la Ley de Terrenos y Viviendas y, precisó que en total serán 2 mil 703 hectáreas las que pasan a control de la comisión presidencial de la vivienda para ser convertidas en AVIVIR. 

489. Por otro lado, en marzo de 2011 el PSUV presentó el Proyecto de Ley para la Regularización y Control de los Arrendamientos de Viviendas presentado, cuya disposición transitoria novena indica que

[e]n aras de erradicar el latifundio urbano se obliga a todos aquellos propietarios de edificios de vieja data destinados al arrendamiento, y construidos hasta el año de 1987, bien sean de persona naturales, jurídicas o asociaciones de hecho, a ofertar en venta los inmuebles que ocupan los inquilinos, ocupantes o cualquier otra familia o persona que habite el inmueble en cuestión , indistintamente el tiempo que estos tengan ocupándolo, en un lapso máximo de ciento ochenta (180) días, a partir del momento en que la oficina nacional de inquilinato fijo el precio de venta según los métodos establecidos en esta ley
.

490. El 12 de noviembre de 2011 el  Presidente promulgó dicha Ley
.  Al respecto, la Comisión recuerda la necesidad de establecer un balance entre las obligaciones del Estado de garantizar el derecho a la vivienda y el derecho a la propiedad privada consagrado en el artículo 21 de la Convención Americana.  
491. Por otro lado, la Comisión reitera que Venezuela no ha completado aún la ratificación del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador), instrumento en el que los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas necesarias, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales.  El Protocolo de San Salvador fue firmado por Venezuela el 27 de enero de 1989, posteriormente fue discutido y aprobado por la Asamblea Nacional en marzo de 2005 y el 23 de mayo de 2005 fue publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela bajo el número 38.192.  Sin embargo, el Estado no ha ratificado dicho instrumento ante la Organización de los Estados Americanos.  En ese sentido, la CIDH hace un llamado al Estado venezolano a completar la ratificación del Protocolo de San Salvador.

IV.
SITUACIÓN DE GRUPOS O COLECTIVOS VULNERABLES 
A.
Pueblos Indígenas

492. La Comisión tuvo conocimiento de que en abril de 2011, ocho indígenas Wayuú, siete de ellos de la familia Cambar y cuatro niños
, fueron muertos por herida de bala en el poblado de Kasusaín en el estado occidental de Zulia. Otros cuatro miembros de la familia quedaron heridos
. Los hechos están siendo investigados por las autoridades. Asimismo, el 8 de julio de 2011, seis mujeres y una niña indígenas Wayuú- todas pasajeras de un bus de la línea La Concepción-Maracaibo - fueron robadas y violadas, junto con otras 13 mujeres, por siete sujetos armados. Los hechos están siendo investigados por las autoridades
.
493. Por otro lado, el vocero de la comunidad Yajanama del pueblo indígena Yanomami, denunció ante la Fiscalía Cuarta de Puerto Ayacucho, la violación de una menor de 15 años por parte de miembros del Ejército, entre otros casos similares
.  Asimismo, trascendió que los Yanomami “no quieren a los militares en su territorio porque les han violado a sus mujeres”
.
B.
Defensoras y defensores de derechos humanos
494. La CIDH ha continuado recibiendo información en 2011 sobre la situación de defensoras y defensores en Venezuela, la cual indica que persistirían los ataques en contra de su vida e integridad; la criminalización de las actividades de defensa de los derechos humanos; los discursos de descrédito y las serias restricciones a la libertad de asociación. 

495. En cuanto a los ataques a la vida de defensoras y defensores, de acuerdo a la información recibida por la CIDH, en el período comprendido de octubre de 2010 a septiembre de 2011 habrían sido asesinados 37 sindicalistas, contabilizándose en total, desde 2005 a septiembre de 2011, 273 personas asesinadas que estarían vinculadas a algún sindicato
.  Una parte importante de estos asesinatos sería cometida por sicarios y se relacionan con la obtención y disputa de puestos principalmente en los sectores de la construcción y el petróleo
.  La CIDH ha sido informada de que el Gobierno no ha adoptado medidas para mejorar la grave situación en que se encuentran los sindicalistas en Venezuela, sino por el contrario, habría desconocido la existencia del problema
. 

496. En relación a presuntos ataques a la integridad de defensoras y defensores, la Comisión tuvo conocimiento sobre la situación de Rocío San Miguel, fundadora y Presidenta de la organización Control Ciudadano. Según denunció la defensora a medios de comunicación, en enero de 2011, habría recibido una publicación de nombre Ámbito Cívico Militar de la Fuerza Armada Bolivariana, en la cual aparecería un “informe de inteligencia” que la califica junto con los periodistas Nelson Bocaranda, Marianella Salazar y Patricia Poleo, como objetivos militares por formar parte de un supuesto plan de desestabilización al gobierno del Presidente Chávez
.  Asimismo, la CIDH recibió información de que tras estos hechos, la señora San Miguel, habría tomado conocimiento de que su cuenta de Twitter y sus direcciones de correo personales habrían sido infiltradas, y se le habría amenazado con publicar fotografías y datos personales de ella
.  A pesar de que Rocío San Miguel habría denunciado los hechos a las autoridades a la fecha no se habrían iniciado las investigaciones correspondientes.

497. Según información presentada por la sociedad civil en el 141˚ período ordinario de sesiones de la CIDH, persistiría en Venezuela la situación de impunidad en los casos de agresiones contra defensores y defensoras, pues en el 99% de los casos aún no se ha identificado formalmente a los responsables ni se ha establecido una sanción.  Asimismo, según se informó a la CIDH, el 49% de las denuncias respecto de ataques contra defensores se encontraría en estado de investigación, sólo en el 1% habrían avanzado a etapa de juicio obteniendo sentencia condenatoria; en el 45% de los casos no se habría abierto investigación y en el 5% restante se habría declarado sobreseimiento o archivo
.

498. En cuanto al fenómeno de criminalización de las actividades de defensa de los derechos humanos, la sociedad civil informó que de acuerdo a sus registros, el 70% de casos relacionados con la imputación de algún presunto delito a algún defensor o defensora estaría en etapa de investigación; 13% en etapa de juicio y en el 17% no se habrían levantado cargos.  De lo anterior, se desprende que en el 83% de los casos habría una latente posibilidad de imputación penal contra defensoras y defensores
. Los tipos penales que serían utilizados con mayor frecuencia para criminalizar las actividades de defensores y defensoras son: difamación, violación de las zonas de seguridad y daños a la propiedad pública, lesiones, resistencia a la autoridad agavillamiento y asociación para delinquir, divulgación de información no autorizada e instigación de delinquir
. 
499. Particularmente, en cuanto a la criminalización de líderes y lideresas sindicales, la CIDH recibió información en su 143º período ordinario de sesiones sobre la imputación de los tipos penales de “restricción al trabajo”
 y “acaparamiento”
 en contra de sindicalistas que han convocado y dirigido huelgas laborales. Según la información recibida por la CIDH, 150 sindicalistas se encontrarían sometidos a procesos penales
.  Asimismo, adicionalmente a las penas privativas de la libertad que pudieran hacerse efectivas por estos tipos penales, los jueces habrían dictado como medidas cautelares en el trámite de los procesos, la proscripción a los imputados de convocar asambleas o acercarse a determinadas empresas
.
500. Durante el 2011 se continuó dando seguimiento a la situación del dirigente sindical Rubén González, Secretario General del Sindicato de Trabajadores de Ferrominera del Orinoco (Sintraferrominera), quien fue detenido el 24 de septiembre de 2009 junto con otros sindicalistas después de liderar una paralización de labores en la Ferrominera del Orinoco por protesta contra el incumplimiento de los compromisos establecidos en la convención colectiva. De acuerdo a la información recibida, Rubén González estuvo privado de la libertad, al imputársele los delitos de agavillamiento, instigación a delinquir, restricción a la libertad del trabajo e incumplimiento al régimen especial de zonas de seguridad
.  El 18 de noviembre de 2010, el Consejo de Administración de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), con base en el 358º informe del Comité de Libertad Sindical pidió al Gobierno venezolano que pusiera en libertad a Rubén González
.  De acuerdo a la información disponible, el 3 de marzo de 2011 la Sala de Casación Penal del Tribunal Supremo de Justicia, ordenó oficiosamente excarcelar a Rubén González y someterlo a un régimen de presentación cada 15 días y prohibición de salida del país
. 

501. Asimismo, se continuó recibiendo información sobre declaraciones que desprestigiarían el trabajo de defensores y defensoras y los expondrían a una situación de mayor riesgo.  Particularmente, durante 2011 se dio seguimiento a la situación de Humberto Prado, Director del Observatorio Venezolano de Prisiones (OVP), quien, habría sido señalado en reiteradas oportunidades de ser el responsable de “organizar las huelgas carcelarias”, de “beneficiarse económicamente de los problemas de los internos”, de “recibir financiamiento de la oposición”, y de “obedecer a los intereses de Estados Unidos”
.  Según la información disponible en varios medios, en junio de 2011 el Ministro para las Relaciones Interiores y Justicia, Tareck El Aissami, en declaraciones efectuadas en el canal estatal Venezolana de Televisión, habría acusado a Humberto Prado de mentir sobre la situación en el centro penitenciario El Rodeo II vinculándolo a grupos de oposición política
. Las anteriores declaraciones se habrían efectuado tras los hechos ocurridos el 12 de junio de 2011 en el Internado Judicial Región Capital Rodeo I donde murieron al menos 19 reclusos y 25 sufrieron heridas graves como resultado de una riña entre internos
. La Corte Interamericana en su resolución sobre las medidas provisionales otorgadas a Humberto Prado indicó que el Estado “debe implementar las medidas de protección y otorgar garantías efectivas y adecuadas para que realice libremente sus actividades, evitando acciones que limiten u obstaculicen su trabajo”
.  Humberto Prado dio a conocer a la CIDH que con el apoyo de Amnistía Internacional, en junio de 2011, habría salido temporalmente a España por su seguridad y la de su familia.  Según la información disponible en algunos medios, habría permanecido en España por casi dos meses
.
502. Durante el 2011 la CIDH tuvo conocimiento de la aprobación de leyes que obstaculizan el ejercicio de la libertad de asociación de defensores y defensoras. A ese respecto, el 23 de diciembre de 2010 se publicó en la Gaceta Oficial la “Ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional”, promulgada por el Estado con el objeto de proteger el ejercicio de la soberanía política y la autodeterminación nacional de la injerencia extranjera”
. Esta ley señala que el “patrimonio y demás ingresos de las organizaciones con fines políticos u organizaciones para la defensa de los derechos políticos, deben ser conformados exclusivamente con bienes y recursos nacionales”
 y sanciona a las organizaciones que reciban financiamiento extranjero a multa equivalente al doble del monto recibido,
; a las personas naturales que reciban ayudas económicas, aportes financieros para el ejercicio de actividades políticas por parte de personas u organismos extranjeros, con “multa equivalente al doble del monto recibido
; a los ciudadanos extranjeros que participen en las actividades de financiamiento extranjero al procedimiento de expulsión del territorio de la República
, sin perjuicio de otras sanciones previstas en otras leyes; sanciones accesorias y específicas en casos de reincidencia
.  
503. Si bien al momento no se ha recibido información sobre la aplicación efectiva de estas sanciones, la sociedad civil ha informado que la ley ha generado dos aspectos negativos: a) disminuye las posibilidades de defensa conjunta de la sociedad civil ante restricciones a la libertad de asociación, pues al no sentirse comprendidas dentro de esta restricción, las organizaciones que claramente no defienden o patrocinan causas asociadas a la defensa de los derechos políticos han evitado tener una reacción conjunta en virtud del temor que genera que eventualmente la regulación abarque a organizaciones que defienden derechos de otra naturaleza; b) en virtud de la ambigüedad y falta de determinación de lo que claramente se entiende por “promover, divulgar, informar o defender el pleno ejercicio de los derechos políticos de la ciudadanía”
 se ha generado un efecto amedrentador en las organizaciones para no defender derechos vinculados con el ejercicio de la democracia y los derechos políticos, en virtud del temor que representa una restricción a su financiamiento.
C.
Afrodescendientes
504. La CIDH observa que, hasta la fecha, la variable “afrodescendiente” (o “afrodescendencia”) no ha sido utilizada en censos u otros mecanismos de relevamiento de población venezolana
.  No obstante lo anterior, conforme a la información aportada por el Estado, desde el 1˚ de septiembre hasta el 30 de noviembre de 2011, se estará realizando en Venezuela el XIV Censo de Población y Vivienda, dentro del cuestionario se ha previsto una pregunta en la cual se aborda el autoreconocimiento de los ciudadanos como afrodescendientes, lo cual permitirá el desarrollo de políticas públicas orientadas a satisfacer las necesidades de este grupo.

505. Al respecto, la CIDH resalta la necesidad de contar con datos estadísticos desagregados sobre los afrodescendientes, los cuales constituyen información indispensable para la actuación de los Estados, en términos de sus obligaciones de promoción y protección de los derechos humanos
.  En el mismo sentido, la Defensoría del Pueblo ha recomendado avanzar en la producción de un diagnóstico preciso sobre la situación social y económica de las comunidades afrodescendientes y en la erradicación de la difusión de estereotipos que favorecían la discriminación racial
.
506. Pese a lo anterior, la CIDH observa de manera positiva, como lo han hecho otros órganos internacionales de derechos humanos, la creación de instituciones especializadas para luchar contra la discriminación racial
, e insta al Estado a que siga adoptando medidas innovadoras y superadoras que efectivamente den adecuado tratamiento a la situación de los afrodescendientes.  En particular, la CIDH entiende que estas instancias deben contar con personal capacitado, y que es imprescindible destinar los recursos humanos y financieros suficientes que permitan comprender y promover los derechos humanos de la población afrodescendiente.

D.
Niños, niñas y adolescentes
507. Según información de público conocimiento, en abril de 2011 seis niños de la comunidad indígena de warao en Cambalache murieron a causa de la desnutrición y su situación de pobreza extrema. La comunidad indígena de warao en Cambalache vive de la recolección de basura y no tiene acceso a agua potable y a una alimentación adecuada
. La situación de extrema pobreza que vive dicha comunidad ha sido documentada por medios de comunicación
.  El informe presentado por la Red por los Derechos Humanos de los niños, niñas y adolescentes (REDHNNA) al Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas en marzo de 2011, indica que en Venezuela persiste la imposibilidad de hacer seguimiento preciso a la situación de los niños, niñas y adolescentes pertenecientes a grupos indígenas dada la ausencia de datos y de registros desagregados y destacaron, entre otros, la falta de acceso a la salud y la desnutrición sufrida por dichas comunidades
.

508. La CIDH reconoció que con la adopción de la reforma a la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes en diciembre 2007 fue prohibido el castigo corporal de niños, niñas y adolescentes
. Sin embargo, la REDHNNA indicó que no se habían formulado políticas y medidas de protección, tal como ordenaba la ley
.  Por otro lado, a partir de la reforma de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, se consagró un nuevo proceso judicial que incluye medios alternativos para la resolución de conflictos.  La REDHNNA también señala que se han evidenciado importantes demoras en el proceso de implementación de los nuevos procesos judiciales, además de que persiste la ausencia de personal especializado y el internamiento de los niños, niñas y adolescentes se prolonga innecesariamente en centros no aptos para implementar medidas socioeducativas.  La REDHNNA destaca que el Tribunal Supremo de Justicia acordó en Sala Plena la promulgación de unas orientaciones para garantizar el derecho a la opinión de los niños, niñas y adolescentes dentro de los procesos judiciales, lo cual merece ser reconocido
.

509. Finalmente, la REDHNNA destacó que dentro de los cuerpos policiales, aún existen prácticas discriminatorias con sectores de población infantil y juvenil que trabajan o viven en la calle o que son habitantes de sectores populares tradicionalmente excluidos. Indica que estos niños, niñas y adolescentes suelen estar estigmatizados y se les acusa, sin mayores pruebas, de hechos delictivos.  La REDHNNA destaca que no existen programas y servicios que puedan ejercer la protección y  atención debida de este tipo de casos, los cuales suelen no ser denunciados ni atendidos
.
E.
Personas privadas de la libertad
510. De particular gravedad es la situación de las personas privadas de libertad en Venezuela, el 7 de febrero de 2011, la Comisión solicitó información al Estado en el marco de las facultades conferidas en el artículo 41 de la Convención Americana, sobre: la muerte de dos reclusos de la Cárcel de Tocorón en Aragua el 30 de enero y 2 de febrero de 2011 y sobre otros hechos de violencia en los días subsiguientes.  Asimismo, la CIDH solicitó información sobre hechos de violencia en la Cárcel de Vista Hermosa en Bolívar ocurridos el 1º de febrero de 2011 en los que perdieron la vida cinco reclusos y uno resultó herido.  El 9 de febrero, la Comisión emitió un comunicado de prensa para expresar su profunda preocupación por dichas muertes y urgió al Estado a adoptar las medidas necesarias a fin de evitar la reiteración de hechos similares.  La situación provocó el pedido y la concesión de medidas provisionales por parte de la Corte.

511. Los días 15 y 16 de febrero de 2011 perdieron la vida dos internos y al menos 54 resultaron heridos en hechos de violencia acaecidos en el Centro Penitenciario de la Región Centro Occidental, Cárcel de Uribana (que cuenta con medidas provisionales desde el 2 de febrero de 2007), específicamente como resultado de la práctica denominada “coliseo”
.  Estos hechos de violencia habrían estado relacionados a rivalidades entre reclusos.  El 22 de febrero de 2011 la Comisión emitió un comunicado de prensa expresando su profunda preocupación y reiterando la necesidad de adoptar medidas inmediatas y eficaces de prevención para evitar la repetición de hechos similares.  La CIDH reiteró su condena a los “coliseos” previamente formulada en noviembre de 2010 en el comunicado de prensa No. 110/10.  Posteriormente, la CIDH recibió información sobre otra “jornada” de Coliseo, ocurrida el 8 de agosto de 2011, en la que resultaron heridos un total de 31 internos de la Cárcel de Uribana.

512. En la audiencia sobre la situación de las personas privadas de libertad de 29 de marzo de 2011 se recibió información sobre: (1) la violencia carcelaria, que se refleja en la gran cantidad de internos que mueren cada año en Venezuela, llegando a registrarse 365 y 476 muertes en el 2009 y 2010 respectivamente; (2) el retardo procesal que afecta a los presos y que es un factor generador de violencia y de distintas manifestaciones de protesta en los centros penales; y (3) las condiciones de detención deplorables de las cárceles, en las que se destacó el hacinamiento.  Además, se informó sobre una falta de estabilidad en los Directores de Centros Penitenciarios y del respectivo Ministro, lo que impide una continuidad en la gestión y contribuye a mantener el status quo.

513. De acuerdo con datos suministrados en la referida audiencia –en la que estuvieron presentes representantes del Estado– durante el primer trimestre de 2011 se celebraron cinco “jornadas” de coliseo en la cárcel de Uribana en los que hubo un resultado total de un muerto y al menos 58 heridos.  Además, durante el primer trimestre de 2011 habrían muerto en centros penales cuatros familiares de internos por armas de fuego, todas mujeres. 

514. Asimismo, de acuerdo con la información recibida, el 12 de junio de 2011, 19 reclusos murieron y 25 sufrieron heridas graves como resultado de una riña entre internos del Internado Judicial Región Capital Rodeo I (que cuenta con medidas provisionales desde el 8 de febrero de 2008) en el estado de Miranda.  Estos hechos se habrían producido en el contexto de la lucha entre bandas rivales por el control interno de la cárcel.  De acuerdo con la información recibida, los reclusos habrían utilizado armas de fuego para agredirse.  El 16 de junio la Comisión emitió un comunicado de prensa al respecto.  Asimismo, en el marco de las facultades conferidas por el artículo 41 de la Convención, el 18 de julio de 2011 la Comisión solicitó información al Estado respecto a la “retoma” de las cárceles El Rodeo I y II, con el fin de realizar una requisa y retomar el control de las mismas, por parte de miles de efectivos de la Guardia Nacional, el 17 y 18 de junio.  De acuerdo con la información difundida, el 17 de junio de 2011 se habrían escuchado detonaciones y se habrían lanzado bombas lacrimógenas a periodistas y familiares que se encontraban afuera de los internados judiciales.  Asimismo, se recibió información sobre reclusos y agentes de la Guardia Nacional muertos y heridos, disparos desde tanquetas, presencia de francotiradores, uso de bombas lacrimógenas y el eventual traslado de 700 internos a otros centros de reclusión.  A la fecha de aprobación del presente informe no se había recibido la respuesta del Estado.

515. De acuerdo con información difundida en los medios de prensa: (a) el 19 de julio seis reclusos murieron y 22 resultaron heridos en un motín ocurrido en el retén de San Felipe, en Yaracuy, los reos se habrían enfrentado a tiros entre ellos y con la Guardia Nacional; (b) también el 19 de julio hubo un incendio en el retén de Cabimas, en Zulia, causado por una bomba molotov que fue lanzada dentro de una celda, dejando 17 reclusos quemados y un muerto; (c) el 24 de julio se produjo un motín en la Ciudad Penitenciaria de Coro, en Falcón, del que resultaron heridos dos reclusos y tres agentes de la Guardia Nacional; y (d) el 22 de julio fallecieron tres reclusos de la cárcel de Sabaneta y otros siete resultaron heridos debido a la explosión de dos granadas dentro del penal.

516. En sus comunicados de prensa sobre la alarmante situación de violencia en las cárceles, la Comisión reiteró su preocupación por los altos índices de violencia en los centros penitenciarios venezolanos, y por la tenencia de armas de fuego de grueso calibre por parte de organizaciones criminales dentro de varias prisiones, los cuales se conseguirían con la colaboración de agentes de la Guardia Nacional; el cobro a los reclusos de una extorsión conocida como “causa”, la cual es dividida entre las bandas criminales que controlan las cárceles, la autoridad civil y las autoridades militares de custodia externa; las graves condiciones de hacinamiento, la falta de atención médica, y el retraso procesal en la atención a las causas penales.  Igualmente, urgió nuevamente a las autoridades venezolanas a adoptar las medidas idóneas destinadas a prevenir brotes de violencia en los centros penitenciarios.  

517. El 25 de marzo de 2011 el Estado respondió a la solicitud de la Comisión confirmando la información sobre Rodeo I y II y añadió que en el Centro Penitenciario Región Centro Occidental “Uribana” se originó una situación irregular el 15 y 16 de febrero “con el resultado desfavorable del fallecimiento de dos (2) privados de libertad y cincuenta y siete (57) heridos privados de libertad”.  Indicó que como medida para prevenir la repetición de hechos similares se coordinó con el personal de régimen para que se active el recorrido por todas las áreas de reclusión tres veces al día a fin de minimizar focos de violencia.  Respecto a las investigaciones iniciadas por los hechos señaló que se participó al Defensor del Pueblo y autoridades fiscales a fin de que se ordene y realicen las diligencias e investigaciones pertinentes para el esclarecimiento de los hechos.  Asimismo, indicó que para mantener la seguridad interna se realizaron juntas de seguridad con la Guardia Bolivariana, mesas de diálogo con voceros de los internos, la Guardia Bolivariana, los Directores de los establecimientos penitenciarios y representantes de derechos humanos de cada establecimiento, a fin de escuchar el planteamiento de los internos; y que se instalaron cámaras en sitios estratégicos a fin de prevenir el ingreso de objetos y sustancias ilícitas a los establecimientos penitenciarios.

518. El ejercicio de sus funciones de monitoreo, la Comisión también ha registrado otros hechos de violencia y desórdenes ocurridos en las cárceles de Venezuela, como por ejemplo el secuestro, en septiembre, de más de 1,600 familiares por parte de los propios reclusos en la Cárcel de Uribana como mecanismo de protesta
; la muerte de cuatro internos y ocho heridos como consecuencia del estallido de una granada en la cárcel de Barinas, luego de una balacera al interior del penal
; un tiroteo en la cárcel de Maracaibo que se prolongó por más de cuatro horas en el que murió un reo y otro resultó herido
; la muerte violenta de siete reclusos de la cárcel de Uribana, en octubre, como consecuencia de riñas por el control interno de la cárcel (dos de los cuales murieron al ser detonada una granada)
; el secuestro de 60 funcionarios por presos de la cárcel de Carabobo
; y la persistencia de la práctica sanguinaria de los “coliseos” en la Cárcel de Uribana, pese a los dos pronunciamientos condenatorios de la CIDH
. 

519. De acuerdo con información recibida en el marco del 143º Periodo de Sesiones, actualmente en Venezuela la población penitenciaria asciende a 48,000 reclusos, teniendo el sistema penitenciario una capacidad real de 16,000 plazas.  De este universo, el 63% de las personas privadas de libertad tendrían procesos penales activos y sólo el 37% cuenta con sentencia firme.  Se señaló que una de las principales causas del alto índice de personas en prisión preventiva es la falta de independencia judicial ya que en la práctica los jueces penales se abstendrían de decretar medidas alternativas a la detención preventiva por temor a ser sancionados o removidos de sus cargos. 

520. En información recibida por la Comisión durante su 143˚ Periodo de Sesiones se indicó que, el 90% de la población reclusa se encuentra desocupada, sin acceso regular a actividades educativas o laborales, lo cual sería particularmente preocupante si se toma en cuenta que el 70% de los reclusos tendría entre 18 y 30 años de edad
.  Aunado a esto, el 75% de los centros penitenciarios habrían sido construidos en la década de los años 40 y no se habrían realizado las reformas y adecuaciones necesarias para soportar el paso del tiempo.  Otro de los graves problemas de la gestión penitenciaria en Venezuela que fueron reportados es la falta de atención médica a los reclusos, en particular a las personas que padecen de tuberculosis y los que viven con VIH
.  Con respecto a este último punto el OVP presentó un listado de 24 internos que habrían fallecido en custodia durante 2011 debido a graves condiciones de atención a la salud
.
521. La CIDH observa que los principales problemas que se viven en las cárceles venezolanas permanecen sin ser solucionados y sin vías para resolverlos: la violencia carcelaria, el control de los centros penitenciarios por mafias de reclusos, el ingreso de armas de grueso calibre y drogas –con la participación directa de la Guardia Nacional–, el cobro de cuotas extorsivas a los detenidos por parte de las mafias que controlan los centros penales (cuotas conocidas como “causa” o “el obligaito”); el grave retraso procesal en las causas penales que es una de las causas de los constantes brotes de violencia y manifestaciones físicas de protesta como huelgas de hambre, huelgas de sangre, secuestros de familiares y funcionarios, entre otras.  La CIDH reitera que el Estado venezolano debe tomar, tanto acciones de impacto inmediato, como medidas a mediano y largo plazo para contener la grave situación de violencia y descontrol que atraviesa el sistema penitenciario
.  De lo contrario, sería ilusorio e inviable hablar de “humanización” del sistema penitenciario, y de que éste sirva como mecanismo para la reforma y readaptación social de aquellas personas condenadas penalmente. 

F.
Personas lesbianas, gays, bisexuales, trans, e intersexo- LGTBI

522. En su informe para el Examen Periódico Universal ante Naciones Unidas, de 21 de marzo de 2011, la organización DIVERLEX señaló que “el conjunto de las disposiciones constitucionales que consagran los derechos humanos vigentes en Venezuela son, de acuerdo a lo establecido por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, de exigibilidad inmediata independientemente de que estos derechos estén consagrados en una ley” 
.  Indicó que sin embargo, se mantienen en vigencia leyes segregacionistas y discriminatorias por orientación sexual e identidad de género y que Venezuela: (i) carece de leyes que permitan combatir efectivamente la homo-lesbo-transfobia, la violencia y la discriminación y sus consecuencias, (ii) así como de políticas públicas de inclusión y de prestaciones de servicios en condiciones de no discriminación para la población LGBTTI
 y que (iii) subsisten numerosas leyes y disposiciones de rango sub-legal segregacionistas por razón de orientación sexual o identidad de género. Señaló que, las personas LGBTTI no tienen igual protección ante la ley ni iguales derechos, a pesar de tener iguales deberes. En dicho informe se considera que estas leyes propician la violencia, ayudan a legitimar la homofobia y contribuyen a crear un entorno de odio al tiempo que invisibilizan las solicitudes de igualdad y desconocen la dignidad de las personas
.

523. En dicho informe se denunció también la agresión por parte de cuerpos policiales o de vigilancia privada contra las parejas del mismo sexo y contra personas transexuales para impedir su entrada o permanencia en centros comerciales, parques y espacios públicos de recreación es una constante.  Los medios oficiales de televisión (La Hojilla, VTV, febrero 2011) justifican estas acciones señalando que “hay niños” en esos espacios y que su sola presencia en lugares públicos sería “exhibicionista”. Señaló que esta reacción ha creado críticas inclusive de personas afines al oficialismo gubernamental
. 

524. Por otro lado, en la madrugada del 30 de abril de 2011, en la avenida Libertador en Caracas, fueron asesinadas dos personas trans.  Al respecto, la defensora de los derechos de las personas LGTBI, Tamara Adrián, explicó que el problema de identidad es uno de los que más afecta a estas comunidades, pues: “[n]o hay políticas públicas dirigidas a ellos. Por lo general, son personas que se dedican a la prostitución porque no tienen alternativa de vida y nadie les da trabajo. Eso fomenta las redes de explotación, porque son los grupos de personas más vulnerables de la sociedad”
.

525. La CIDH reitera al Gobierno venezolano que el derecho de todas las personas de vivir libres de discriminación está garantizado por el derecho internacional de los derechos humanos, y específicamente, por la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La CIDH insta a Venezuela a adoptar acciones para evitar y responder ante estos abusos a los derechos humanos, incluyendo la adopción de medidas de políticas públicas y campañas contra la discriminación basada en la orientación sexual.
V. RECOMENDACIONES
1. Garantizar el pleno ejercicio de los derechos políticos a todas las personas, independientemente de su posición frente a las políticas del gobierno y adoptar las medidas necesarias para promover la tolerancia y el pluralismo en el ejercicio de los derechos políticos. 

2. Abstenerse de ejercer represalias o utilizar el poder punitivo del Estado para intimidar o sancionar a personas en virtud de su opinión política y garantizar la pluralidad de espacios para el ejercicio democrático, incluyendo el respeto a las movilizaciones y protestas que se llevan a cabo en ejercicio del derecho de reunión y manifestación pacífica.

3. Garantizar de manera efectiva la separación e independencia de los poderes públicos y, en particular, adoptar medidas urgentes para asegurar la independencia del poder judicial, fortaleciendo los procedimientos de nombramiento y remoción de jueces y fiscales, afirmando su estabilidad en el cargo y eliminando la situación de provisionalidad en que se encuentra la gran mayoría de jueces y fiscales.

4. Mantener desde las más altas instancias estatales la condena pública de los actos de violencia contra los comunicadores sociales, medios de comunicación, defensores de derechos humanos, sindicalistas y disidentes políticos, con el fin de prevenir acciones que fomenten crímenes en su contra, y de evitar que se siga desarrollando un clima de estigmatización hacia quienes defienden una línea crítica de las acciones del gobierno. 

5. Propiciar un clima de tolerancia en el cual se favorezca la activa participación e intercambio de ideas de los diversos sectores de la sociedad, así como diseñar instituciones que promuevan y no que inhiban o dificulten la deliberación pública. 
6. Adoptar las medidas que sean necesarias para proteger la vida y la integridad personal de todas las personas, así como también las medidas específicas necesarias para proteger a los comunicadores sociales, los defensores de derechos humanos, los sindicalistas, las personas que participan en manifestaciones públicas, las personas privadas de su libertad, los pueblos indígenas, los afrodescendientes y la población LGTBI.  Asimismo, fortalecer la capacidad institucional de las instancias judiciales para combatir el patrón de impunidad en los casos de violencia y garantizar la debida diligencia y efectividad en las investigaciones relativas a estos hechos.

7. Garantizar las condiciones para que los defensores de derechos humanos y de derechos sindicales realicen libremente sus actividades, y abstenerse de realizar cualquier acción y de adoptar legislación que limite u obstaculice su trabajo. 

8. Adoptar, con carácter urgente, las medidas necesarias para corregir el retardo procesal y revertir el alto porcentaje de personas que se encuentran privadas de su libertad sin una condena firme, evitando el uso desmedido, innecesario y desproporcionado de la prisión preventiva.  Asimismo, implementar las medidas tendientes a reducir la sobrepoblación carcelaria y ajustar las condiciones de detención a los estándares internacionales sobre la materia, en particular asegurando la seguridad interna en las prisiones, el control efectivo de las armas al interior de los penales, la adecuada separación de las personas privadas de libertad conforme a las categorías y criterios establecidos en los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, y prohibiendo la ocupación de los establecimientos por encima del número de plazas disponibles. 

9. Intensificar los esfuerzos para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales y garantizar que ello no implique menoscabar otros derechos fundamentales de la población.  Asimismo, adoptar políticas públicas que permitan la continuidad a largo plazo de los esfuerzos destinados a garantizar los derechos económicos, sociales y culturales, asegurando que el goce pleno de estos derechos no dependa de la voluntad de uno u otro gobierno.

� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17(2) del Reglamento de la Comisión, la Comisionada Luz Patricia Mejía Guerrero de nacionalidad venezolana, no participó en el debate ni en la decisión del presente capítulo.


� El artículo 59 del Reglamento de la CIDH establece "1. El Informe Anual a la Asamblea General de la OEA deberá incluir lo siguiente: [...] h. los informes generales o especiales que la Comisión considere necesarios sobre la situación de los derechos humanos en los Estados miembros y, en su caso, informes de seguimiento, destacándose los progresos alcanzados y las dificultades que han existido para la efectiva observancia de los derechos humanos; […] 2. En la preparación y adopción de los informes previstos en el párrafo 1(h) del presente artículo, la Comisión recabará información de todas las fuentes que estime necesarias para la protección de los derechos humanos.  Previo a su publicación en el Informe Anual, la Comisión transmitirá una copia de dicho informe al Estado respectivo.  Éste podrá enviar a la Comisión las opiniones que considere convenientes, dentro del plazo máximo de un mes a partir de la transmisión del informe correspondiente.  El contenido de dicho informe y la decisión de publicarlo serán de la competencia exclusiva de la Comisión. Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.


� Gaceta Oficial Extraordinaria Nº 6.009 del 17 de diciembre de 2010.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo 6, párr. 672; CIDH. Comunicado de Prensa No. 16/07. CIDH urge a los Estados a reflexionar sobre la importancia de la seguridad ciudadana y el respeto a los derechos humanos. 15 de marzo de 2007 y CIDH. Informe Anual 2008. Capítulo I: Introducción.


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 30.


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 37.


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 143.


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 150.


� La denuncia la formuló el Observatorio Venezolano de los Derechos Humanos de las Mujeres en el informe que presentó ante la Alta Comisionada de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas y el Consejo de Derechos Humanos de ese organismo, en el marco del Examen Periódico Universal: � HYPERLINK "http://www.derechos.org.ve/proveaweb/examen-periodico-universal/el-universal-ong-afirman-que-la-violencia-enluta-a-miles-de-venezolanas.html" ��http://www.derechos.org.ve/proveaweb/examen-periodico-universal/el-universal-ong-afirman-que-la-violencia-enluta-a-miles-de-venezolanas.html� 


� Ver INCOSEC � HYPERLINK "http://incosec.sumospace.com/?p=688" ��http://incosec.sumospace.com/?p=688� y � HYPERLINK "http://incosec.sumospace.com/?p=747" ��http://incosec.sumospace.com/?p=747�.


� CIDH, Comunicado de prensa No. 1/11. � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/Comunicados/Spanish/2011/1-11sp.htm" ��La CIDH condena atentado contra otro miembro de la familia Barrios en Venezuela, Washington, D.C., 14 de enero de 2011. 


� CIDH, Comunicado de prensa No. 51/11. CIDH deplora asesinato de séptimo miembro de la familia Barrios en Venezuela, Washington, D.C., 2 de junio de 2011.  El 24 de noviembre de 2011 la Corte dictó sentencia en el caso, declarando la responsabilidad internacional del Estado de Venezuela por los hechos alegados, ver: Corte I.D.H., Caso Familia Barrios Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237, disponible en: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_237_esp.pdf.


� Ver, CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo 6, párr. 697.


� Ver, CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo 6, párrs. 694-700.


� Consejo de Derechos Humanos, Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, 12º período de sesiones, Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, 19 de julio de 2011, párr. 35, disponible en: � HYPERLINK "http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/150/04/PDF/G1115004.pdf?OpenElement" ��http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/150/04/PDF/G1115004.pdf?OpenElement�.


� Gaceta Oficial Extraordinaria Nº 6.009 del 17 de diciembre de 2010.


� Durante el mandato del actual Presidente se han dictado cuatro “Leyes Habilitantes” (en 1999, en 2000, en 2007 y en 2010). Cfr. CIDH, Informe Anual de 2008 OEA/Ser.L/V/II.134, Doc. 5 rev. 1, 25 febrero 2009, párrs. 404 y 405.


� Al respecto, la Comisión, en el Capítulo IV de su Informe Anual de 2010 indicó que “[…], tal y como fue señalado en su comunicado de prensa 122/10, la CIDH reiteró su preocupación ante la posibilidad de que las Organizaciones No Gubernamentales de Derechos Humanos vean seriamente comprometida su capacidad para desempeñar sus importantes funciones”, con base en la aprobación de la Ley Habilitante y reiteró la recomendación realizada en su Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela de 2009 de modificar el artículo 203 de la Constitución de Venezuela, en tanto permite la delegación de facultades legislativas al Presidente de la República sin establecer límites definidos ni determinados al contenido de la delegación.


� 1. De La Atención Sistematizada y Continua a las Necesidades Humanas Vitales y Urgentes Derivadas de las Condiciones Sociales de Pobreza y de las Lluvias, Derrumbes, Inundaciones y Otros Eventos producidos por la Problemática Ambiental; 2. De la Infraestructura, Transporte y Servicios Públicos; 3. De la Vivienda y Hábitat; 4. De la Ordenación Territorial, el Desarrollo Integral Y del Uso de la Tierra Urbana y Rural; 5. Financiero y Tributario; 6. De la Seguridad Ciudadana y Jurídica; 7. De Seguridad y Defensa Integral; 8. De la Cooperación Internacional; 9. Del Sistema Socioeconómico de La Nación. Gaceta Oficial Extraordinaria Nº 6.009 del 17 de diciembre de 2010.


� El Nuevo Herald, Secretario de la OEA cuestiona nuevas leyes en Venezuela, viernes 31 de diciembre de 2010.


� El Nacional, 13 de enero de 2011, Insulza: Yo no pedí que se modifique la Ley Habilitante.


� El Nacional, 13 de enero de 2011, Insulza: Yo no pedí que se modifique la Ley Habilitante.


� Conforme al artículo 3, son organizaciones con fines políticos “aquellas que realicen actividades públicas o privadas, dirigidas a promover la participación de los ciudadanos y ciudadanas en los espacios públicos, ejercer control sobre los poderes públicos o promover candidatos o candidatas que aspiran ocupar cargos públicos de elección popular”.


� Conforme al artículo 3, son organizaciones para la defensa de los derechos políticos: “aquellas que tengan por finalidad en su constitución promover, divulgar, informar o defender el pleno ejercicio de los derechos políticos de la ciudadanía”.


� Ver art. 8 de la ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional.


� Ver art. 6 de la ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional.


� Ver art. 7 de la ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional.


� Ver art. 8 de la ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional.


� Art. 8 de la ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional.


� CIDH. Comunicado de Prensa 122/10. 15 de diciembre de 2010. CIDH expresa preocupación ante proyectos de ley en Venezuela que pueden afectar la plena vigencia de los derechos humanos. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/Comunicados/Spanish/2010/122-10sp.htm" ��http://www.cidh.oas.org/Comunicados/Spanish/2010/122-10sp.htm�.


� CIDH. Comunicado de Prensa No. 122/10. 15 de diciembre de 2010. CIDH expresa preocupación ante proyectos de ley en Venezuela que pueden afectar la plena vigencia de los derechos humanos. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/Comunicados/Spanish/2010/122-10sp.htm" ��http://www.cidh.oas.org/Comunicados/Spanish/2010/122-10sp.htm�.


� Civilis, Investigación y Acción de la Sociedad Civil en Derechos Humanos, Situación de los derechos humanos y la democracia en Venezuela ante las recientes medidas legislativas, Caracas, 6 de enero de 2011.
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� IPYS. 4 de abril de 2011. � HYPERLINK "http://www.ipys.org/?q=alerta/478" ��Simpatizantes del presidente Chávez agreden a periodistas�; Espacio Público. 11 de abril de 2011. � HYPERLINK "http://www.espaciopublico.org/index.php/noticias/1-libertad-de-expresi/1034-grupo-de-oficialistas-agrede-a-comunicadores-en-el-estado-cojedes" ��Grupo de oficialistas agrede a comunicadores en el estado Cojedes�. 


� Colegio Nacional de Periodistas Seccional Zulia - Círculo de Reporteros Gráficos de Venezuela. 8 de abril de 2011. � HYPERLINK "http://cnpzulia.wordpress.com/2011/04/08/cnp-y-crgv-trujillo-rechazan-vil-agresion-a-reporteros-de-globovision/" ��CNP y CRGV Trujillo rechazan vil agresión a reporteros de Globovisión;� Espacio Público. 7 de abril de 2011. � HYPERLINK "http://www.espaciopublico.org/index.php/noticias/1-libertad-de-expresi/1025-agreden-a-corresponsal-de-globovision-en-trujillo" ��Agreden a corresponsal de Globovisión en Trujillo�. 


� Estamos en línea. 19 de febrero de 2011. � HYPERLINK "http://www.estamosenlinea.com.ve/2011/02/19/armario-de-cantv-fue-completamente-quemado-vandalismo-deja-sin-servicios-a-vtv-y-900-usuarios/" ��Armario de CANTV fue completamente quemado. Vandalismo deja sin servicios a VTV y a 900 usuarios�; IPYS. 23 de febrero de 2011. � HYPERLINK "http://www.ipys.org/index.php?q=alerta/330" ��Canal estatal sufre acto vandálico�. 


� Espacio Público. 23 de agosto de 2011. � HYPERLINK "http://espaciopublico.org/index.php/noticias/1-libertad-de-expresi/1111-agredido-equipo-reporteril-de-vtv-en-el-estado-bolivar" ��Agredido equipo reporteril de VTV en el estado Bolívar�; Venezolana de Televisión. 14 de agosto de 2011. � HYPERLINK "http://www.messentools.com/ko/video/online/Rn3B9JGoqco/" ��Zurda Kondukta Último domingo Agresiones Podemos Andrés Velásquez en Bolívar�. Minuto 9:00 y siguientes; Correo del Orinoco. 13 de agosto de 2011. � HYPERLINK "http://www.correodelorinoco.gob.ve/comunicacion-cultura/opositores-agreden-a-equipo-reporteril-zurda-konducta-bolivar/" ��Opositores agredieron a equipo reporteril�. 


� Espacio Público. 15 de septiembre de 2011. � HYPERLINK "http://www.espaciopublico.org/index.php/noticias/1-libertad-de-expresi/1127-reporteros-de-vtv-agredidos-durante-celebracion-de-70-aniversario-de-accion-democratica" ��Reporteros de VTV agredidos durante celebración de 70 aniversario de Acción Democrática�; Colegio Nacional de Periodistas. 15 de septiembre de 2011. � HYPERLINK "http://www.cnpven.org/contenido.php?link=2&expediente=919" ��CNP protesta por agresión a trabajadores de VTV�; Venezolana de Televisión (VTV). 13 de septiembre de 2011. � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=W--AgseW_Os" ��Pedro Carvajalino y Oswaldo Rivero atacados por las hienas de Acción Democrática�. Minuto 23: 30. 
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� En la nota y la ilustración se presentó a la presidenta del Tribunal Supremo de Justicia, Luisa Estella Morales; la Fiscal General, Luisa Ortega; la Defensora del Pueblo, Gabriela Ramírez; la Contralora General a.i, Adelina González; la presidenta del Consejo Nacional Electoral, Tibisay Lucena y la vicepresidenta de la Asamblea Nacional, Blanca Eekhout, vestidas como bailarinas de cabaret. Entre otras aseveraciones, la publicación indicó que cada una de las representantes de  los órganos mencionados "cumplía un rol específico  dentro del cabaret dirigido por míster Chávez". Twitpic. 22 de agosto de 2011. � HYPERLINK "http://twitpic.com/69qgly" ��La Foto: Las poderosas de la Revolución Bonita�. 


� Noticias 24. 22 de agosto de 2011. � HYPERLINK "http://www.noticias24.com/actualidad/noticia/301728/ese-tipo-de-publicaciones-descalifica-a-la-mujer-venezolana/" ��“Publicación del Semanario es un ataque a las instituciones del Estado”;� Minuto a Minuto. 22 de agosto de 2011. � HYPERLINK "http://www.minutoaminuto.com.ve/content/maryclen-stelling-calific%C3%B3-de-burla-la-publicaci%C3%B3n-de-6to-poder-0" ��Maryclen Stelling calificó de burla la publicación de Sexto Poder�; VTV. Contragolpe. 23 de agosto de 2011. � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=VxftwxJmSAM" ��Sexto Poder. Gabriela Ramírez Defensora del Pueblo�. 


� Poder Judicial de la República Bolivariana de Venezuela. Tribunal Noveno de Primera Instancia en Función de Control del Circuito Judicial Penal de Caracas. 20 de agosto de 2011. Medida cautelar. Disponible en el archivo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión.


� Comunicación del agente del Estado ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, Germán Saltrón Negretti. AGEV/000384. 24 de agosto de 2011. Disponible en el archivo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión.


� Comunicación del agente del Estado ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, Germán Saltrón Negretti. AGEV/000384. 24 de agosto de 2011. Disponible en el archivo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. CPJ. 30 de agosto de 2011� HYPERLINK "http://cpj.org/es/2011/08/permite-la-reapertura-de-semanario-venezolano-ejec.php" ��. Permite la reapertura de semanario venezolano, ejecutivos aún acusados�. 


� Reporteros sin Fronteras (RSF). 20 de septiembre de 2011. � HYPERLINK "http://es.rsf.org/venezuela-la-justicia-no-puede-a-la-vez-01-09-2011,40892.html" ��Apelan la decisión de que el editor de Sexto Poder permanezca en prisión preventiva�; El Universal. 19 de septiembre de 2011. Defensa de Leocenis García introduce recurso de apelación.


� República Bolivariana de Venezuela. Directorio de Responsabilidad Social. 18 de octubre de 2011. � HYPERLINK "http://www.conatel.gob.ve/files/marco_legal/providencia_padrs.pdf" ��Providencia Administrativa No PADRS-1.913�.


� El artículo 27 de la Ley Resorte tal como fue citado en la Providencia Administrativa No. PADRS-1.913, establece que: En los servicios de radio, televisión, y medios electrónicos, no está permitida la difusión de mensajes que:


1. Inciten o promuevan el odio y la intolerancia por razones religiosas, políticas, por diferencia de género, por racismo o xenofobia.


2. Inciten o promuevan y/o hagan apología al delito.


(…)


4. Fomenten zozobra en la ciudadanía o alteren el orden público.


(…)


7. Inciten o promuevan el incumplimiento del ordenamiento jurídico vigente…”


El artículo 29 de la Ley Resorte tal como fue citado en la Providencia Administrativa No PADRS-1.913, establece que:  Los sujetos de aplicación de esta Ley, serán sancionados:


1. Con multa de hasta un diez por ciento (10%) de los ingresos brutos causados en el ejercicio fiscal inmediatamente anterior a aquél en el cual se cometió la infracción, y/o suspensión hasta por setenta y dos horas continuas de sus transmisiones, cuando difundan mensajes que:


a. Promuevan, hagan apología o inciten a alteraciones del orden público;


b. Promuevan, hagan apología o inciten al delito;


c. Inciten o promuevan el odio o la intolerancia por razones religiosas, políticas,


por diferencia de género, por racismo o xenofobia;


(…)


g. Fomenten la zozobra en la ciudadanía o alteren el orden público…”  República Bolivariana de Venezuela. Directorio de Responsabilidad Social. 18 de octubre de 2011. � HYPERLINK "http://www.conatel.gob.ve/files/marco_legal/providencia_padrs.pdf" ��Providencia Administrativa No PADRS-1.913. Capítulo II�. Véase también: Ministerio del Poder Popular para la Comunicación y la Información. Gaceta Oficial No. 39.610. 7 de febrero de 2011. � HYPERLINK "http://www.minci.gob.ve/leyresorte/100" ��Ley de Responsabilidad Social en Radio, Televisión y Medios Electrónicos.� 


� Venezolana de Televisión. La Hojilla.18 de junio de 2011. � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=mvd2Oc92ARs" ��Globovisión manipulación El Rodeo I cárcel tomada Guardia Nacional Bolivariana de Venezuela.� Min 22, 30, 38, 53, 1:04, 1:10, 1:23. ; BBC Mundo. 19 de junio de 2011. � HYPERLINK "http://www.eluniversal.com/2011/07/19/globovision-asegura-que-intentan-silenciarlos.shtml" ��El descontrol del sistema carcelario de Venezuela�; El País. 13 de julio de 2011�HYPERLINK "http://www.elpais.com/articulo/internacional/presos/carcel/venezolana/Rodeo/II/finalizan/mes/motin/elpepuint/20110713elpepuint_14/Tes"��. Los presos de la cárcel venezolana de El Rodeo II finalizan un mes de motín.� 


� Tu Imagen TV. 9 de mayo de 2011. Carta del Director General de Tu Imagen TV, Douglas Abreu Zárate, al Gerente General de Operaciones de la CONATEL, Enrique Quintana. Disponible en el archivo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión.


� Alcaldía del Municipio Cristóbal Rojas Charallave. 16 de noviembre de 2010. Carta del Alcalde José Ramírez al presidente de Tele-Red, José Manuel Angarita. Disponible en el archivo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión.


� CONATEL. 28 de marzo de 2011. Informe de Inspección a la sede administrativa de Tu Imagen TV. Disponible en el archivo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión.


� Contrato entre Representaciones Inversat, C.A. y Producciones Tu Imagen TV, C.A. 7 de abril de 2011. Disponible en el archivo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión.


� Tu Imagen TV. Carta del Director General de Tu Imagen TV, Douglas Abreu Zárate al Director General de CONATEL, Pedro Rolando Maldonado, al Gerente General de Operaciones CONATEL, Enrique Quintana y al responsable de Seguimiento Regulatorio de CONATEL, Mikhail Marsiglia. 17 de mayo de 2011. Disponible en el archivo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión.


� Ministerio de Obras Públicas y Vivienda. 31 de julio de 2009. � HYPERLINK "http://cnpcaracas.org/sistema/wp-content/uploads/2009/08/cierre-radios-conatel.pdf." ��Oficio 1095�. 


� Véase, CIDH. Informe Anual 2009. � HYPERLINK "http://www.cidh.org/pdf%20files/RELEAnual%202009.pdf" ��Volumen II Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Capítulo II (Evaluación de la situación de la libertad de expresión en el hemisferio)�, párr. 660 y ss. 


� Tribunal Supremo de Justicia, � HYPERLINK "http://www.tsj.gov.ve/decisiones/jspa/junio/323-8610-2010-10-279.html" ��Sala Político Administrativa Juzgado de Sustanciación. 8 de junio de 2010. Exp. 2010-0279� 


� Tribunal Supremo de Justicia. 2 de febrero de 2011. � HYPERLINK "http://www.tsj.gov.ve/decisiones/spa/febrero/00139-2211-2011-2010-0279.html" ��Sentencia 00139. Expediente 2010-0279�; Sociedad Interamericana de Prensa. Abril 2011. Informes por país. Venezuela. � HYPERLINK "http://www.sipiapa.com/v4/index.php?page=det_informe&asamblea=46&infoid=817&idioma=sp" ��http://www.sipiapa.com/v4/index.php?page=det_informe&asamblea=46&infoid=817&idioma=sp�


� Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL). 18 de marzo de 2011. CONATEL inicia procedimiento administrativo sancionatorio a emisora Carabobo Estéreo. � HYPERLINK "http://www.conatel.gob.ve/index.php/principal/noticiacompleta?id_noticia=2958" ��http://www.conatel.gob.ve/index.php/principal/noticiacompleta?id_noticia=2958�; � HYPERLINK "http://www.cnpven.org/data.php?link=2&expediente=750" ��Colegio Nacional de Periodistas. 19 de marzo de 2011. Periodistas de Carabobo en emergencia por cierre de emisora FM.� 


� El Carabobeño. 22 de enero de 2011. � HYPERLINK "http://el-carabobeno.com/impreso/articulo/t220111-c07/clausurada-onda-costera-95.1-fm,-por-presuntamente-difundir-rumorespobladores-de-ocumare-de-la-costa-denunciaron-cierre-de-emisora-radial?sms_ss=twitter&at_xt=4d3d80ec09d64519,0" ��Pobladores de Ocumare de la Costa denunciaron cierre de emisora radial�; Sociedad Interamericana de Prensa. Abril 2011. � HYPERLINK "http://www.sipiapa.com/v4/index.php?page=det_informe&asamblea=46&infoid=817&idioma=sp" ��Informes por país. Venezuela�. 


� Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL). 25 de marzo de 2011. � HYPERLINK "http://www.conatel.gob.ve/index.php/principal/noticiacompleta?id_noticia=2962" ��CONATEL inició procedimiento administrativo sancionatorio a emisora Musicable por funcionar presuntamente de forma clandestina en Miranda�; IPYS. 5 de abril de 2011. � HYPERLINK "http://www.ifex.org/venezuela/2011/04/05/musicable_closed/es/" ��CONATEL cierra emisora e incauta equipos�; Globovisión. 25 de marzo de 2011. � HYPERLINK "http://www.globovision.com/news.php?nid=182398" ��CONATEL ordena cierre e incautación de equipos a emisora en Higuerote�; Noticias 24. 25 de marzo de 2011. � HYPERLINK "http://www.noticias24.com/actualidad/noticia/224732/conatel-ordeno-el-cese-de-operaciones-de-la-emisora-musicable-higuerote-97-7fm/" ��Conatel ordenó el cierre de operaciones de la emisora Musicable Higuerote 97,7 FM.� 


� Véase, CIDH. � HYPERLINK "http://www.cidh.org/pdf%20files/RELEAnual%202009.pdf" ��Informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión 2009. OEA/Ser.L/V/II. Doc.51. 30 de diciembre 2009. Volumen II. capítulo II (Evaluación de la situación de la libertad de expresión en el hemisferio)�, párr. 671 y ss. 


� El inciso tres del nuevo artículo 2 del Reglamento Orgánico de la Vicepresidencia de la República, modificado por el decreto 8122 el 29 de marzo de 2011 firmado por el presidente Hugo Chávez, establece entre otras cosas que el vicepresidente tiene la potestad  de “[o]torgar, revocar, renovar y suspender las habilitaciones administrativas y concesiones en materia de radiodifusión sonora y televisión abierta y de radiodifusión sonora y televisión comunitarias de servicio público sin fines de lucro”. El inciso uno también atribuye al vicepresidente “la rectoría de las políticas públicas en materia de administración regulación, ordenación y control del espectro radioeléctrico”.  Desde el tres de agosto de 2010 la vicepresidencia tenía adscrita a la CONATEL; sin embargo, no se autorizaba al vicepresidente a tomar decisiones unilaterales hasta la entrada en vigor del mencionado decreto. Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. 29 de marzo de 2011. � HYPERLINK "http://2nonline.com/Documents/Nro.%2039.644.pdf" ��Decreto Número 8.122�; IPYS/IFEX. 7 de abril 2011. � HYPERLINK "http://www.ifex.org/venezuela/2011/04/07/vicepresidencia_concesiones/es/" ��Vicepresidente podrá revocar concesiones de radio y televisión�. 


� Cfr. Audiencia acerca del derecho de acceso a información pública en Venezuela, celebrada en la CIDH el 25 de octubre de 2011 durante el 143º período ordinario de sesiones. 


� Espacio Público solicitó información acerca del salario y otras erogaciones del Contralor General de la República, así como la tabla de remuneraciones del personal de esa institución. Tribunal Supremo de Justicia. Sala Constitucional. 15 de julio de 2010. � HYPERLINK "http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/julio/745-15710-2010-09-1003.html" ��745-15710-2010-09-1003�. 


� CONATEL. 23 de septiembre de 2011. DG/CJ/No 606. Archivo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. 


� Corte IDH. � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_151_esp.doc" ��Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile�. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 77. 


� Knight Center for Journalism in the Americas. 10 de abril de 2011. � HYPERLINK "http://knightcenter.utexas.edu/es/blog/gremio-y-sindicato-de-prensa-denuncian-agresiones-y-falta-de-acceso-fuentes-oficiales-en-venezu" ��Gremio y sindicato de prensa denuncias agresiones y falta de acceso a fuentes oficiales en Venezuela�; El Nacional. 7 de abril de 2011. � HYPERLINK "http://www.el-nacional.com/www/site/p_contenido.php?q=nodo/198251/Nación/CNP-y-SNTP-denuncian-restricciones-del-Gobierno-al-trabajo-period%C3%ADstico" ��CNP y SNTP denuncias restricciones del Gobierno al trabajo periodístico�; El Universal. 8 de abril de 2011. � HYPERLINK "http://www.eluniversal.com/2011/04/08/periodistas-exigen-acceso-a-las-fuentes-informativas.shtml" ��Periodistas exigen acceso a las fuentes informativas�. 


� El Universal. 4 de febrero de 2011. � HYPERLINK "http://www.eluniversal.com/2011/02/04/pol_art_imponen-mas-restricc_2181871.shtml" ��Imponen más restricciones a los periodistas en la AN�; Espacio Público. 4 de febrero de 2011. � HYPERLINK "http://www.espaciopublico.org/index.php/noticias/1-libertad-de-expresi/967-aumentan-restricciones-de-periodistas-y-fotografos-a-la-an" ��Aumentan restricciones de periodistas y fotógrafos a la AN�; Espacio Público. 23 de febrero de 2011. � HYPERLINK "http://www.espaciopublico.org/index.php/noticias/1-libertad-de-expresi/982-periodista-de-televen-fue-vetado-en-la-asamblea-nacional" ��Periodista de Televen fue vetado en la Asamblea Nacional�. 


� El Universal. 4 de febrero de 2011. � HYPERLINK "http://www.eluniversal.com/2011/02/04/pol_art_imponen-mas-restricc_2181871.shtml" ��Imponen más restricciones a los periodistas en la AN�. 


� El artículo 56 del nuevo Reglamento Interior y de Debates de la Asamblea Nacional de Venezuela, capítulo del Régimen de Funcionamiento de la Asamblea Nacional,  establece que: “A fin de garantizar el acceso a la información, de conformidad con el artículo 108 de la Constitución de la República, las sesiones plenarias serán transmitidas por la Fundación Televisora de la Asamblea Nacional (ANTV) pudiendo prestar apoyo para la transmisión la televisora del Estado. Se facilitarán las condiciones para que los medios de comunicación interesados en transmitir la información que se genera en el desarrollo de la Sesión, puedan hacerlo a través de la señal de ANTV”. El reglamento anterior, en el mismo capítulo, artículo 87, establecía: “Todas las sesiones serán públicas. En atención al contenido del artículo 108 de la constitución, los medios de comunicación audiovisuales podrán transmitir, parcial o totalmente, el desarrollo de las sesiones”. Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela. 22 de diciembre de 2010. � HYPERLINK "http://www.asambleanacional.gob.ve/index.php?option=com_docman&task=doc_view&gid=2829&tmpl=component&format=raw&Itemid=185&lang=es" ��Reglamento Interior y de Debates de la Asamblea Nacional;� Asamblea Nacional de Venezuela. 5 de septiembre de 2000. � HYPERLINK "http://americo.usal.es/oir/legislatina/normasyreglamentos/reglamentos/Venezuela.pdf" ��Reglamento Interior y de Debates de la Asamblea Nacional.� 


� Cfr. Audiencia sobre el derecho de acceso a información pública en Venezuela, celebrada en la CIDH el 25 de octubre de 2011 durante el 143º período ordinario de sesiones.


� Cfr. Audiencia sobre el derecho de acceso a información pública en Venezuela, celebrada en la CIDH el 25 de octubre de 2011 durante el 143º período ordinario de sesiones.


� De acuerdo con la evaluación efectuada por a Asociación  Civil Espacio Público, la información  que suele estar disponible correspondería a la relacionada con estructura orgánica, funciones, ubicación de los departamentos, nombres de funcionarios, servicios ofrecidos y las leyes y manuales operativos, y la menos disponible es la relacionada con salarios de los funcionarios, denuncias y respuestas del organismos, solicitudes recibidas, listas de información publicada, procedimientos para la toma de decisiones, presupuesto y subsidios otorgados.  Cfr. Audiencia acerca del derecho de acceso a información pública en Venezuela, celebrada en la CIDH el 25 de octubre de 2011 durante el 143º período ordinario de sesiones; Organización de los Estados Americanos. Departamento de Derecho Internacional. 4 de junio de 2009. � HYPERLINK "http://www.oas.org/dil/esp/AG-RES_2514-2009.pdf" ��Ley Modelo sobre Acceso a la Información. Resolución de la Asamblea General de la OEA AG/RES. 2514 (XXXIX-0/09).� 


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 180; CIDH. Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú, 2 de junio de 2000, Capítulo II, párr. 1; CIDH. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Venezuela, 24 de octubre de 2003, párr. 150.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 181; Respuesta del Estado venezolano al cuestionario para el análisis de la situación de derechos humanos en Venezuela. 13 de agosto de 2009, pág. 9.


� Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, párr. 73, y Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo) Vs. Venezuela. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 55.


� Corte IDH, Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo) Vs. Venezuela. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182 y Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197.


� CIDH. Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos. 22 de octubre de 2002, párr. 229.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párrs. 187-201.


� Ver CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párrs. 202-205.


� Ver � HYPERLINK "http://www.tsj.gov.ve/designaciones/designaciones_lista.asp?ano=2011&mes=1" ��http://www.tsj.gov.ve/designaciones/designaciones_lista.asp?ano=2011&mes=1�.


� Artículo 267 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela: “Corresponde al Tribunal Supremo de Justicia la dirección, el gobierno y la administración del Poder Judicial, la inspección y vigilancia de los tribunales de la República y de las Defensorías Públicas. Igualmente, le corresponde la elaboración y ejecución de su propio presupuesto y del presupuesto del Poder Judicial. 


La jurisdicción disciplinaria judicial estará a cargo de los tribunales disciplinarios que determine la ley. 


El régimen disciplinario de los magistrados o magistradas y jueces o juezas estará fundamentado en el Código de Ética del Juez Venezolano o Jueza Venezolana, que dictará la Asamblea Nacional. El procedimiento disciplinario será público, oral y breve, conforme al debido proceso, en los términos y condiciones que establezca la ley. 


Para el ejercicio de estas atribuciones, el Tribunal Supremo en pleno creará una Dirección Ejecutiva de la Magistratura, con sus oficinas regionales”.


� CIDH. Informe Anual 2007. Capítulo IV. Venezuela, párr. 281; CIDH. Informe Anual 2008. Capítulo IV. Venezuela, párr. 393.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 269.


� Consejo de Derechos Humanos, Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, 12º período de sesiones, Recopilación preparada por la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos con arreglo al párrafo 15 b) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos, A/HRC/WG.6/12/VEN/2, 25 de julio de 2011, párr. 36, disponible en: � HYPERLINK "http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/151/09/PDF/G1115109.pdf?OpenElement" ��http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/151/09/PDF/G1115109.pdf?OpenElement�


� Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, párr. 75; Caso Apitz Barbera y otros Vs. Venezuela. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 138. 


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 239.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 242.


� Resolución Nº 001-2011 de 30 de junio de 2011 disponible en � HYPERLINK "http://cfr.tsj.gov.ve/noticias/noticia_detallada.asp?id=029&id2=Comisión%20de%20Funcionamiento%20y%20Reestructuración&codigo=5298" ��http://cfr.tsj.gov.ve/noticias/noticia_detallada.asp?id=029&id2=Comisión%20de%20Funcionamiento%20y%20Reestructuración&codigo=5298� 


� Los jueces y juezas designados son Tulio Amado Jiménez Rodríguez, Ana Cecilia Zulueta Rodríguez, Adelso Acacio Guerrero Omaña, Hernán Pacheco Alviárez, Jacqueline Del Valle Sosa Mariño, Carlos Alfredo Medina Rojas, Merly Jacqueline Morales Hernández, Romer Abner Pacheco Morales, María Alejandra Díaz Marín, Marianela Gil Martínez, Francisco Felipe Artigas Pérez y Marisol del Valle Bayeh Bayeh.  Ministerio del Poder Popular para la Comunicación y la Información.  Corte y Tribunal disciplinarios judiciales combatirán el retardo procesal.  � HYPERLINK "http://www.minci.gob.ve/noticias-minci/1/207802/corte_y_tribunal.html" ��http://www.minci.gob.ve/noticias-minci/1/207802/corte_y_tribunal.html�.


� CIDH. Informe Anual 2010. Capítulo IV. Venezuela, párr. 626. 


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 265.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 265 y CIDH. Informe Anual 2006. Capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región. Venezuela, párr. 167.


� Información recibida durante el 143˚ período de ordinario de sesiones, marzo de 2011.


� Ver entre otras: Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 18 de octubre de 2010; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 26 de octubre de 2010; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 27 de octubre de 2010; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 9 de noviembre de 2010; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 17 de noviembre de 2010; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 2 de diciembre de 2010; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 3 de diciembre de 2010; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 6 de diciembre de 2010; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 22 de diciembre de 2010; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 27 de diciembre de 2010; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 29 de diciembre de 2010; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 19 de enero de 2011; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 20 de enero de 2011; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 1º de febrero de 2011; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 2 de febrero de 2011; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 3 de febrero de 2011; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 17 de febrero de 2011; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 18 de febrero de 2011; Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 3 de marzo de 2011.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 119; CIDH. Acceso a la Justicia e Inclusión Social.  El camino hacia el fortalecimiento de la democracia en Bolivia. 28 de junio de 2007, párr. 96.


� Cfr Corte Europea de Derechos Humanos (CEDH). Caso Campbell and Fell c. Reino Unido, Sentencia de 28 de Junio de 1984, Serie A no. 80, párr. 78; CEDH. Caso de Langborger c. Suecia, Sentencia de 22 de Enero de 1989, Serie A no. 155, párr. 32. 


� Principios básicos de las Naciones Unidas relativos a la independencia de la judicatura adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán, Italia, del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, y confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 del 29 de noviembre de 1985 y 40/146 del 13 de diciembre de 1985 


� Corte IDH, Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, �párr. 75.


� Cfr. Corte IDH, Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, párr. 75. 


� Cfr. Corte IDH, Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, párr. 75.; Caso Apitz Barbera y otros (Corte Primera de lo Contencioso Administrativo) Vs. Venezuela. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 138.


� Cfr. Principios 18 y 19 de los Principios básicos de las Naciones Unidas relativos a la independencia de la judicatura adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán, Italia, del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, y confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 del 29 de noviembre de 1985 y 40/146 del 13 de diciembre de 1985.


� Consejo de Derechos Humanos, Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, 12º período de sesiones, Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, 19 de julio de 2011, párr. 144, disponible en: � HYPERLINK "http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/150/04/PDF/G1115004.pdf?OpenElement" ��http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/150/04/PDF/G1115004.pdf?OpenElement�.


� Tribunal Supremo de Justicia, Sala Constitucional, Magistrado Ponente: Arcadio Delgado Rosales, Expediente No. 11-1130.


� Tribunal Supremo de Justicia, Sala Constitucional, Magistrado Ponente: Arcadio Delgado Rosales, Expediente No. 11-1130.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, �párrs. 285–301.


� Conforme a la Opinión No. 20/2010 de 3 de septiembre de 2010 del Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la Jueza Afiuni Mora decretó la liberación bajo caución del Sr. Cedeño en pleno ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, disponiendo una medida cautelar menos gravosa, que incluía la prohibición del señor Cedeño de salir del territorio nacional; la retención de su pasaporte y la de presentarse al Juzgado cada quince días.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 297.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 297; Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Opinión No. 20/2010 (República Bolivariana de Venezuela) adoptada el 3 de septiembre de 2010 en relación al caso de la detención en Venezuela de la Jueza María Lourdes Afiuni Mora, párr. 7.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 298.


� Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Opinión No. 20/2010 (República Bolivariana de Venezuela) adoptada el 3 de septiembre de 2010 en relación al caso de la detención en Venezuela de la Jueza María Lourdes Afiuni Mora, párr. 9.


� Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 2 de marzo de 2011, Medidas Provisionales respecto de Venezuela, Asunto María Lourdes Afiuni, considerandos 8 y 9.


� Nota de prensa. Globovisión. Afiuni se apega al artículo 350 y se niega a ir a juicio, 6 de julio de 2011, disponible en: � HYPERLINK "http://historico.globovision.com/news.php?nid=194469" ��http://historico.globovision.com/news.php?nid=194469�. 


� Nota de prensa. Globovisión. Afiuni se apega al artículo 350 y se niega a ir a juicio, 6 de julio de 2011, disponible en: � HYPERLINK "http://historico.globovision.com/news.php?nid=194469" ��http://historico.globovision.com/news.php?nid=194469�.


� Nota de prensa. La Verdad, Juez intenta hacer juicio contra María Lourdes Afiuni sin presencia de la defensa, 15 de octubre de 2011, disponible en: � HYPERLINK "http://www.laverdad.com/detnotic.php?CodNotic=71383" ��http://www.laverdad.com/detnotic.php?CodNotic=71383� 


� Nota de prensa.  El Universal. Preocupa a la ONU extensión de la detención de la jueza Afiuni. 28 de diciembre de 2011, disponible en: � HYPERLINK "http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/111228/preocupa-a-la-onu-extension-de-la-detencion-de-la-jueza-afiuni" ��http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/111228/preocupa-a-la-onu-extension-de-la-detencion-de-la-jueza-afiuni� y � HYPERLINK "http://www.ohchr.org/sp/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=11745&LangID=S" ��http://www.ohchr.org/sp/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=11745&LangID=S� .


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo III, párr. 301.


� Indicaron que los elementos más frecuentes en dichos casos son:


1.	El inicio inmediato de la investigación penal después de un pronunciamiento público de algún alto cargo del gobierno nacional señalando a determinada persona como delincuente y culpable de graves delitos, lo cual irrespeta el derecho a la presunción de inocencia y que los órganos de investigaciones desarrollan la investigación con una diligencia.


2.	Énfasis por parte del Ministerio Público en la presentación de elementos de culpabilidad y desechar todo elemento de convicción o diligencia de investigación que favorezca al investigado.


3.	Decisiones y sentencias condenatorias sin motivación y sin contar con los medios de prueba necesarios, incluso con la utilización de testigos falsos.


4.	Se recurre ampliamente a medidas provisionales de privación de libertad, en contravención al derecho a ser juzgado en libertad.  Se recurre a imputaciones de delitos con altas penas que después no pueden sostenerse en etapas posteriores, como en el juicio.


5.	Negación o retardo en la concesión de las medidas alternativas al cumplimiento de la pena a pesar del lapso previsto legalmente para llegar a la concesión de tales medidas. 


6.	Retardo procesal o aceleración del curso del juicio dependiendo de la necesidad o conveniencia del Estado venezolano. 


7.	Amenaza constante de trasladar a las cárceles o internados judiciales fuera de la jurisdicción de los tribunales, si se ejerce el derecho a la denuncia.


8.	Actos arbitrarios por parte de las autoridades judiciales y penitenciarias dirigidos a negar, sin motivo alguno, la solicitud de asistencia médica solicitada por el procesado.


9.	Cambio repentino de Fiscales y Jueces sin el debido cumplimiento legal para su designación.


10.	Destitución de jueces cuando toman alguna decisión que favorezca a las personas privadas de libertad.


� CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 30 de diciembre de 2009, Capítulo VII, párrs. 953-956.


� Información recibida en la audiencia sobre la Situación de Derechos Humanos en Venezuela, 143˚ período ordinario de sesiones, 25 de octubre de 2011. República Bolivariana de Venezuela. Logros Sociales de la república Bolivariana de Venezuela: Cumpliendo las Metas del Milenio, Octubre de 2011.


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 20.


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 24.


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 26.


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 64.


� AFP. 23 de diciembre de 2010. Venezuela aprueba ley que promueve el socialismo en universidades. � HYPERLINK "http://www.google.com/hostednews/afp/article/ALeqM5jMroNmzm-jj5jP0E72U9hdDBeoBQ?docId=CNG.50e279c89752000e7527bb02f044cce8.331" ��http://www.google.com/hostednews/afp/article/ALeqM5jMroNmzm-jj5jP0E72U9hdDBeoBQ?docId=CNG.50e279c89752000e7527bb02f044cce8.331�. Prensa Latina. 23 de diciembre de 2010. Aprueba Asamblea Nacional venezolana Ley de Universidades. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.prensa-latina.cu/index.php?option=com_content&task=view&id=249392&Itemid=1" ��http://www.prensa-latina.cu/index.php?option=com_content&task=view&id=249392&Itemid=1�. 


� Proyecto de ley de Educación Universitaria. Artículo 3.2. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.asambleanacional.gob.ve/index.php?option=com_docman&task=doc_view&gid=2788&tmpl=component&format=raw&Itemid=185&lang=es" ��http://www.asambleanacional.gob.ve/index.php?option=com_docman&task=doc_view&gid=2788&tmpl=component&format=raw&Itemid=185&lang=es�. 


� Proyecto de ley de Educación Universitaria. Artículo 3.6. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.asambleanacional.gob.ve/index.php?option=com_docman&task=doc_view&gid=2788&tmpl=component&format=raw&Itemid=185&lang=es" ��http://www.asambleanacional.gob.ve/index.php?option=com_docman&task=doc_view&gid=2788&tmpl=component&format=raw&Itemid=185&lang=es�.


� Proyecto de ley de Educación Universitaria. Artículo 17. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.asambleanacional.gob.ve/index.php?option=com_docman&task=doc_view&gid=2788&tmpl=component&format=raw&Itemid=185&lang=es" ��http://www.asambleanacional.gob.ve/index.php?option=com_docman&task=doc_view&gid=2788&tmpl=component&format=raw&Itemid=185&lang=es�.


� Agencia Venezolana de Noticias, Veto a Ley Universitaria y descarte de aumento del IVA demuestran carácter democrático de Gobierno, Caracas 5 de enero de 2011. 


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 75.


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 76.


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 85.


� Informe nacional presentado con arreglo al párrafo 15 a) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Duodécimo período de sesiones, Ginebra, 3–14 de octubre de 2011, A/HRC/WG.6/12/VEN/1, Distr. General, 19 de julio de 2011, párr. 103.


� Últimas Noticias, Chávez anunció ajustes en Ley de Emergencia, 9 de enero de 2011.


� Proyecto de Ley para la Regularización y Control de los Arrendamientos de Vivienda, Disposición Transitoria Novena. En: � HYPERLINK "http://www.asambleanacional.gob.ve/index.php?option=com_docman&task=doc_view&gid=3393&tmpl=component&format=raw&Itemid=185&lang=es" ��http://www.asambleanacional.gob.ve/index.php?option=com_docman&task=doc_view&gid=3393&tmpl=component&format=raw&Itemid=185&lang=es� .


� Ver: Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela.  Promulgada Ley de Arrendamientos, en: � HYPERLINK "http://www.asambleanacional.gov.ve/index.php?option=com_content&view=article&id=36458%3Apresidente-promulgo-este-sabado-la-ley-de-arrendamiento&catid=333%3Agenerales&Itemid=248&lang=es" ��http://www.asambleanacional.gov.ve/index.php?option=com_content&view=article&id=36458%3Apresidente-promulgo-este-sabado-la-ley-de-arrendamiento&catid=333%3Agenerales&Itemid=248&lang=es� .


� Abraham, Manuel, Guillermo y Alirio Cambar y tres niños, también de la familia Cambar, y el niño Luis Rafael Semprún. El Universal, La Guajira, 25 de abril de 2011. En: � HYPERLINK "http://74.6.147.41/search/srpcache?ei=UTF-8&p=investigaciones+muerte+de+siete+ind%C3%ADgenas+wayuu&fr=yfp-t-729&u=http://cc.bingj.com/cache.aspx?q=investigaciones+muerte+de+siete+ind%C3%ADgenas+wayuu&d=5025210873742099&mkt=es-xl&setlang=es-PE&w=2fd4d2,44e87210&icp=1&.intl=pe&sig=RXIFssaoSO5cd8h3NasLbw--" �http://74.6.147.41/search/srpcache?ei=UTF-8&p=investigaciones+muerte+de+siete+ind%C3%ADgenas+wayuu&fr=yfp-t-729&u=http://cc.bingj.com/cache.aspx?q=investigaciones+muerte+de+siete+ind%C3%ADgenas+wayuu&d=5025210873742099&mkt=es-xl&setlang=es-PE&w=2fd4d2,44e87210&icp=1&.intl=pe&sig=RXIFssaoSO5cd8h3NasLbw--� 


� María Lucinda, Ana, José y Alexander Cambar, quienes fueron trasladados al ambulatorio de Cojoro, en La Guajira. El Universal, La Guajira, 25 de abril de 2011. En: � HYPERLINK "http://74.6.147.41/search/srpcache?ei=UTF-8&p=investigaciones+muerte+de+siete+ind%C3%ADgenas+wayuu&fr=yfp-t-729&u=http://cc.bingj.com/cache.aspx?q=investigaciones+muerte+de+siete+ind%C3%ADgenas+wayuu&d=5025210873742099&mkt=es-xl&setlang=es-PE&w=2fd4d2,44e87210&icp=1&.intl=pe&sig=RXIFssaoSO5cd8h3NasLbw--" �http://74.6.147.41/search/srpcache?ei=UTF-8&p=investigaciones+muerte+de+siete+ind%C3%ADgenas+wayuu&fr=yfp-t-729&u=http://cc.bingj.com/cache.aspx?q=investigaciones+muerte+de+siete+ind%C3%ADgenas+wayuu&d=5025210873742099&mkt=es-xl&setlang=es-PE&w=2fd4d2,44e87210&icp=1&.intl=pe&sig=RXIFssaoSO5cd8h3NasLbw--� 


� En: � HYPERLINK "http://www.reportero24.com/2011/07/30792/" �http://www.reportero24.com/2011/07/30792/�.


� Informe21.com. Febrero de 2011. En: � HYPERLINK "http://informe21.com/~mgessen/actualidad/yanomamis-acusan-militares-violar-menor" �http://informe21.com/~mgessen/actualidad/yanomamis-acusan-militares-violar-menor�. 


� Informe21.com. Febrero de 2011. En: � HYPERLINK "http://informe21.com/~mgessen/actualidad/yanomamis-acusan-militares-violar-menor" �http://informe21.com/~mgessen/actualidad/yanomamis-acusan-militares-violar-menor�.


� CIDH, Audiencia sobre la Situación del Derecho a la Libertad Sindical en las Américas, 143º período ordinario de sesiones, 28 de octubre de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/OASPage/videosasf/2011/10/102811_RB_S4.wmv" ��http://www.oas.org/OASPage/videosasf/2011/10/102811_RB_S4.wmv� 


� Plataforma Interamericana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo, PROVEA: 122 sindicalistas han sido asesinados en los últimos dos años en un contexto de impunidad, 19 de agosto de 2010. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.pidhdd.org/index2.php?option=com_content&do_pdf=1&id=1936" ��http://www.pidhdd.org/index2.php?option=com_content&do_pdf=1&id=1936� 


� La CIDH recibió información de que la Defensoría del Pueblo en su último informe no habría abordado la situación de asesinatos de sindicalistas en Venezuela CIDH, Audiencia sobre la Situación del Derecho a la Libertad Sindical en las Américas, 143º período ordinario de sesiones, 28 de octubre de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/OASPage/videosasf/2011/10/102811_RB_S4.wmv" ��http://www.oas.org/OASPage/videosasf/2011/10/102811_RB_S4.wmv�; asimismo, en 2010 tuvo conocimiento de la declaraciones realizadas por el Presidente de la República quien habría señalado el 31 de julio de 2010 que “[…] en las Venezuela bolivariana no tenemos ni sindicalistas asesinados, ni desplazados, ni fuerzas insurgentes a lo largo y ancho del país […]”. Blog de Hugo Chávez, Líneas de Chávez, 31 de julio de 2010. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.chavez.org.ve/chavez/lineas-chavez/56-31-julio/" ��http://www.chavez.org.ve/chavez/lineas-chavez/56-31-julio/�


� Globovisión, Rocío San Miguel y tres periodistas serían considerados objetivo militar, 5 de mayo de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://historico.globovision.com/news.php?nid=187152" ��http://historico.globovision.com/news.php?nid=187152� 


� La Patilla, Rocío San Miguel anuncia que cerró su cuenta en Twitter, tras nuevas amenazas, 7 de septiembre de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.lapatilla.com/site/2011/09/07/rocio-san-miguel-anuncia-que-cerro-su-nueva-en-twitter-tras-nuevas-amenazas/" ��http://www.lapatilla.com/site/2011/09/07/rocio-san-miguel-anuncia-que-cerro-su-nueva-en-twitter-tras-nuevas-amenazas/�


� CIDH, Audiencia Situación de Defensoras y Defensores en Venezuela,  141˚ período ordinario de sesiones, 29 de marzo de 2011.  


� CIDH, Audiencia Situación de Defensoras y Defensores en Venezuela,  141˚ período ordinario de sesiones, 29 de marzo de 2011.  


� CIDH, Audiencia Situación de Defensoras y Defensores en Venezuela,  141˚ período ordinario de sesiones, 29 de marzo de 2011.  


� El art. 192 del Código Penal Venezolano establece: Cualquiera que, por medio de violencias o amenazas, restrinja o suprima, de alguna manera, la libertad del comercio o de la industria, será castigado con prisión de uno a diez meses.


� El art. 139 del Decreto Ley para la Defensa de las Personas en el Acceso de los Bienes y Servicios establece: Quienes restrinjan la oferta, circulación o distribución de bienes o retengan los mismos, con o sin ocultamiento, para provocar escasez y aumento de los precios, incurrirán en el delito de acaparamiento y será sancionado con prisión de dos a seis años.


� CIDH, Audiencia sobre la Situación del Derecho a la Libertad Sindical en las Américas, 143º período ordinario de sesiones, 28 de octubre de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/OASPage/videosasf/2011/10/102811_RB_S4.wmv" ��http://www.oas.org/OASPage/videosasf/2011/10/102811_RB_S4.wmv�.


� CIDH, Audiencia sobre la Situación del Derecho a la Libertad Sindical en las Américas, 143º período ordinario de sesiones, 28 de octubre de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/OASPage/videosasf/2011/10/102811_RB_S4.wmv" ��http://www.oas.org/OASPage/videosasf/2011/10/102811_RB_S4.wmv�.


� Información proporcionada en la audiencia “Institucionalidad democrática y defensores de derechos humanos en Venezuela”, durante el 140º período ordinario de sesiones de la CIDH.


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.derechos.org.ve/proveaweb/?p=8636" ��http://www.derechos.org.ve/proveaweb/?p=8636�.


� FIDH, Libertad condicional para el Sr. Rubén González, sindicalista de Sintraferrominera, 4 de marzo de 2011.Disponible en: � HYPERLINK "http://www.fidh.org/Libertad-condicional-para-el-Sr-Ruben-Gonzalez" ��http://www.fidh.org/Libertad-condicional-para-el-Sr-Ruben-Gonzalez�.


� FIDH, Hostigamiento contra el sr. Humberto Prado, 2 de junio de 2010. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.fidh.org/Hostigamiento-contra-el-Sr-Humberto-Prado-VEN-003" ��http://www.fidh.org/Hostigamiento-contra-el-Sr-Humberto-Prado-VEN-003� 


� Front Line, Venezuela: el Dr. Humberto Prado Sifontes, defensor de derechos humanos, objeto de difamación tras las declaraciones de un funcionario público, 24 de junio de 2011;  FIDH, Campaña de difamación en contra de defensores y organizaciones de derechos humanos, 24 de junio de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.fidh.org/Campana-de-difamacion-en-contra-de-defensores-y" ��http://www.fidh.org/Campana-de-difamacion-en-contra-de-defensores-y�.


� CIDH, Comunicado de Prensa 57/11, CIDH Deplora muertes violentas en cárcel de Venezuela, 16 de junio de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/Comunicados/Spanish/2011/57-11sp.htm" ��http://www.cidh.oas.org/Comunicados/Spanish/2011/57-11sp.htm�.


� Resolución de la Corte I.D.H de 6 de julio de 2010. Medidas Provisionales respecto de Venezuela. Asuntos de determinados centros penitenciarios de Venezuela. Considerando vigésimo octavo. 


� Diario del Pueblo Región Oriente, Prado: Defensa de Ddhh es una actividad peligrosa en Venezuela, 16 de octubre de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.diarioregion.com/2011/10/16/prado-defensa-de-ddhh-es-una-actividad-peligrosa-en-venezuela/" ��http://www.diarioregion.com/2011/10/16/prado-defensa-de-ddhh-es-una-actividad-peligrosa-en-venezuela/�.


� Art. 1. Ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional, 23 de diciembre de 2010. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf" ��http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf�.


� Art 4. Ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional, 23 de diciembre de 2010. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf" ��http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf�.


� Art 6. Ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional, 23 de diciembre de 2010. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf" ��http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf�.


� Art 7. Ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional, 23 de diciembre de 2010. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf" ��http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf�.


� Art 8. Ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional, 23 de diciembre de 2010. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf" ��http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf�.


� Cfr. Arts. 9 y 20 de la Ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional, 23 de diciembre de 2010. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf" ��http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf�.


� Cfr. Art. 3.2 de la Ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional, 23 de diciembre de 2010. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf" ��http://www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf�.


� Respuesta de la República Bolivariana de Venezuela al Cuestionario de la Relatoría sobre los Derechos de los Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial, 3 de agosto de 2011.


� Véase, asimismo, las referencias a las recomendaciones de los órganos de tratado de Naciones Unidas contenidas en la Recopilación preparada por la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos con arreglo al párrafo 15 b) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal (A/HRC/WG.6/12/VEN/2, 25 de julio de 2011): El CERD pidió a Venezuela que, en el plazo de un año, le informara de la aplicación de sus recomendaciones, contenidas en los párrafos 14 (datos estadísticos desagregados sobre los afrodescendientes) de las observaciones finales. (CERD/C/VEN/CO/18, párr. 25). Asimismo, el CRC observó que faltaban estadísticas relativas a la situación de la población de ascendencia africana (CRC/C/VEN/CO/2, párrs. 80–81).


� Resumen preparado por la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos con arreglo al párrafo 15 c) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal A/HRC/WG.6/12/VEN/3, 22 de julio de 2011, párr. 71.


� Resumen preparado por la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos con arreglo al párrafo 15 c) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos. Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal A/HRC/WG.6/12/VEN/3, 22 de julio de 2011, párr. 10; y Respuesta de la República Bolivariana de Venezuela al Cuestionario de la Relatoría sobre los Derechos de los Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial, 3 de agosto de 2011. Por ejemplo, el Estado hizo referencia a la Comisión Presidencial para la Prevención y Eliminación de la Discriminación Racial y Otras Distinciones en el Sistema Educativo Venezolano; el/la Comisionado/a Nacional para la Juventud Afrodescendiente del Instituto Nacional de la Juventud; la Oficina de Enlace con las Comunidades Afrodescendientes del Ministerio del Poder Popular para la Cultura; el Subcomité de Estadísticas Afrodescendientes; la Coordinación de Mujer Afrodescendiente, entre otros.


� Prensa Indígena, Venezuela: Desnutrición mata seis niños indígenas en 10 días, 16 de abril de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.prensaindigena.org.mx/?q=content/venezuela-desnutrici%C3%B3n-mata-seis-ni%C3%B1os-ind%C3%ADgenas-en-10-d%C3%AD" �http://www.prensaindigena.org.mx/?q=content/venezuela-desnutrici%C3%B3n-mata-seis-ni%C3%B1os-ind%C3%ADgenas-en-10-d%C3%AD�. También véase Comunidad de Activistas de Amnistía Internacional, Seis niños waraos han muerto en Cambalache, 13 de abril de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://amnistia.me/profiles/blogs/seis-ninos-waraos-han-muerto" �http://amnistia.me/profiles/blogs/seis-ninos-waraos-han-muerto�


� The New York Times, Left Behind in Venezuela to Piece Lives Together. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.nytimes.com/2010/09/19/world/americas/19venez.html" �http://www.nytimes.com/2010/09/19/world/americas/19venez.html�


� REDHNNA, Información EPU. Situación de los Derechos de Sectores Específicos: Niños, niñas y adolescentes, 18 de marzo de 2011, pág. 8. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cecodap.org.ve/images/stories/Informes_Cecodap/REDHNNA_Venezuela_Informe_sobre_la_situacion_derechos_de_la_niez_EPU_Venezuela_Octubre_2011.pdf" �http://www.cecodap.org.ve/images/stories/Informes_Cecodap/REDHNNA_Venezuela_Informe_sobre_la_situacion_derechos_de_la_niez_EPU_Venezuela_Octubre_2011.pdf� 


� CIDH, Informe sobre el castigo corporal y los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes, OEA/Ser.L/V/II.135, Doc. 14, 5 de agosto de 2009, párr. 32. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/Ninez/CastigoCorporal2009/CASTIGO%20CORPORAL%20ESP%20FINAL.pdf" �http://www.cidh.oas.org/Ninez/CastigoCorporal2009/CASTIGO%20CORPORAL%20ESP%20FINAL.pdf�.


� REDHNNA, Información EPU. Situación de los Derechos de Sectores Específicos: Niños, niñas y adolescentes, 18 de marzo de 2011, pág. 3. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cecodap.org.ve/images/stories/Informes_Cecodap/REDHNNA_Venezuela_Informe_sobre_la_situacion_derechos_de_la_niez_EPU_Venezuela_Octubre_2011.pdf" �http://www.cecodap.org.ve/images/stories/Informes_Cecodap/REDHNNA_Venezuela_Informe_sobre_la_situacion_derechos_de_la_niez_EPU_Venezuela_Octubre_2011.pdf�.


� REDHNNA, Información EPU. Situación de los Derechos de Sectores Específicos: Niños, niñas y adolescentes, 18 de marzo de 2011, págs. 2, 3 y 9. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cecodap.org.ve/images/stories/Informes_Cecodap/REDHNNA_Venezuela_Informe_sobre_la_situacion_derechos_de_la_niez_EPU_Venezuela_Octubre_2011.pdf" �http://www.cecodap.org.ve/images/stories/Informes_Cecodap/REDHNNA_Venezuela_Informe_sobre_la_situacion_derechos_de_la_niez_EPU_Venezuela_Octubre_2011.pdf�.


� REDHNNA, Información EPU. Situación de los Derechos de Sectores Específicos: Niños, niñas y adolescentes, 18 de marzo de 2011, pág. 9. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cecodap.org.ve/images/stories/Informes_Cecodap/REDHNNA_Venezuela_Informe_sobre_la_situacion_derechos_de_la_niez_EPU_Venezuela_Octubre_2011.pdf" �http://www.cecodap.org.ve/images/stories/Informes_Cecodap/REDHNNA_Venezuela_Informe_sobre_la_situacion_derechos_de_la_niez_EPU_Venezuela_Octubre_2011.pdf�.


� Peleas entre reclusos organizadas y programadas periódicamente por los reclusos.


� El Informador, 2 mil secuestrados en Uribana “por mal trato a familiares”, �HYPERLINK http://www.elinformador.com.ve/noticias/sucesos/carceles/secuestrados-uribana-trato-familiares/45401 ��http://www.elinformador.com.ve/noticias/sucesos/carceles/secuestrados-uribana-trato-familiares/45401�; El Universal, Presos de Uribana solicitan la presencia de Iris Varela, �HYPERLINK http://www.eluniversal.com/2011/09/27/presos-de-uribana-solicitan-presencia-de-iris-varela.shtml ��http://www.eluniversal.com/2011/09/27/presos-de-uribana-solicitan-presencia-de-iris-varela.shtml�


� La Nación, Mueren cuatro presos y ocho heridos al explotar una Granada en cárcel de Barinas, �HYPERLINK http://www.lanacion.com.ve/noticias.php?IdArticulo=187841&tit=Mueren%204%20presos%20y%20ocho%20heridos%20al%20explotar%20una%20granada%20en%20cárcel%20de%20Barinas ��http://www.lanacion.com.ve/noticias.php?IdArticulo=187841&tit=Mueren%204%20presos%20y%20ocho%20heridos%20al%20explotar%20una%20granada%20en%20cárcel%20de%20Barinas�; El Universal, En huelga de hambre 500 reos en penal modelo de Croro, � HYPERLINK "http://www.eluniversal.com/caracas/sucesos/111004/en-huelga-de-hambre-500-reos-en-penal-modelo-de-coro" ��http://www.eluniversal.com/caracas/sucesos/111004/en-huelga-de-hambre-500-reos-en-penal-modelo-de-coro� 


� El Regional del Zulia, Tiroteo en la Cárcel de Maracaibo dejó un reo muerto y otro herido, � HYPERLINK "http://www.elregionaldelzulia.com/titulares/default.asp?ID=33491" ��http://www.elregionaldelzulia.com/titulares/default.asp?ID=33491� 


� El Impulso, Lucha por el control de Uribana deja 7 muertos en 3 días, � HYPERLINK "http://www.elimpulso.com/pages/vernoticia.aspx?id=129792" ��http://www.elimpulso.com/pages/vernoticia.aspx?id=129792� 


� El Espectador, Presos secuestran a unos 60 trabajadores de cárcel de Venezuela, � HYPERLINK "http://www.elespectador.com/noticias/elmundo/articulo-305866-presos-secuestran-unos-60-trabajadores-de-carcel-de-venezuela" ��http://www.elespectador.com/noticias/elmundo/articulo-305866-presos-secuestran-unos-60-trabajadores-de-carcel-de-venezuela� 


� El Nacional, Se elevan a 31 los heridos por coliseo en Uribana, � HYPERLINK "http://www.el-nacional.com/www/site/p_contenido.php?q=nodo/227543/Regiones/Coliseo-en-Uribana-deja-19-internos-heridos-" ��http://www.el-nacional.com/www/site/p_contenido.php?q=nodo/227543/Regiones/Coliseo-en-Uribana-deja-19-internos-heridos-�; 


� Reunión sostenida con el Relator para Personas Privadas de Libertad y las organizaciones de la Sociedad Civil durante el 143˚ periodo ordinario de sesiones.


� Reunión sostenida con el Relator para Personas Privadas de Libertad y organizaciones de la Sociedad Civil durante (Observatorio Venezolano de Prisiones, Una Ventana a la Libertad y Cejil) durante el 143˚ Periodo de Sesiones.


� 1. Luis Antonio Garcés Piñango (tuberculosis); Whitney Alberto Gutiérrez Peña (hemorragia digestiva superior); 2. José Luis Bracamonte (VIH); 3. Marcos Rafael Rodríguez Vargas (presentaba cuadro severo de fiebre vómito, diarrea y posiblemente padecía de hepatitis); 4. Elías A. Duarte Vanegas (VIH); 5. Wilfredo Zamora Campos (tuberculosis); 6. Jesué Abraham Torres (tumor cerebral); 7. Eudis A. Colmenares S. (VIH); 8. Pedro J. Ahumada Benavides (VIH); 10 Melvin G. Medina Pire (pancreatitis aguda); 11. Andrés J. Lunar (disnea asma bronquial y bronconeumonía); 12. Kerwin Ramos (infección en el hígado); 13. Marcos E. Zarcos V. (paro respiratorio, presentaba síndrome convulsivo); 14. Félix A. Martínez Noriega (insuficiencia respiratoria aguda debido a tuberculosis pulmonar, era portador de VIH); 15. Dennys José Ortiz M. (peritonitis); 16. Ignacio Vargas Iriarte (diabetes y tuberculosis); 17. Luis A. Rodríguez V. (paro respiratorio, padecía tuberculosis); 18. Pedro Díaz (cáncer); 19. Segundo López (paro respiratorio, presentaba tuberculosis); 20. Gerónimo Domínguez Guillén (paro respiratorio); 21. Antonio J. Velázquez (infección respiratoria); María Alejandra Rodríguez (paro respiratorio, portadora de VIH); 22. José Daniel González (paro respiratorio, portador de VIH); 23. Manuel Rodolfo Ochoa (paro respiratorio, padecía tuberculosis) y 24. Alexander Palencia (meningitis). Información presentada por OVP al Relator para Personas Privadas de Libertad durante el 143˚ Periodo de Sesiones.


� CIDH, Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, OEA/Ser.L/V/II. Doc. 54, 30 de diciembre de 2009, Cap. VI, párr. 905. Véase también: CIDH, Informe Anual 2008, Capítulo IV, Venezuela, OEA/Ser.L/II.134, Doc. 5 Rev.1, 25 de febrero de 2009, párr. 430.


� DIVERLEX. Informe sobre la República Bolivariana de Venezuela EPU Octubre de 2011. En: � HYPERLINK "http://es.scribd.com/doc/52851166/EPU-de-Venezuela-en-ONU-Informe-de-DIVERLEX-Diversidad-e-Igualdad-a-Traves-de-la-Ley" �http://es.scribd.com/doc/52851166/EPU-de-Venezuela-en-ONU-Informe-de-DIVERLEX-Diversidad-e-Igualdad-a-Traves-de-la-Ley�, párr. 2.


� Personas lesbianas, gays, bisexuales, transexuales, transgénero e intersex.


� DIVERLEX. Informe sobre la República Bolivariana de Venezuela EPU Octubre de 2011. En: � HYPERLINK "http://es.scribd.com/doc/52851166/EPU-de-Venezuela-en-ONU-Informe-de-DIVERLEX-Diversidad-e-Igualdad-a-Traves-de-la-Ley" �http://es.scribd.com/doc/52851166/EPU-de-Venezuela-en-ONU-Informe-de-DIVERLEX-Diversidad-e-Igualdad-a-Traves-de-la-Ley�, párr. 3.


� DIVERLEX. Informe sobre la República Bolivariana de Venezuela EPU Octubre de 2011. En: � HYPERLINK "http://es.scribd.com/doc/52851166/EPU-de-Venezuela-en-ONU-Informe-de-DIVERLEX-Diversidad-e-Igualdad-a-Traves-de-la-Ley" ��http://es.scribd.com/doc/52851166/EPU-de-Venezuela-en-ONU-Informe-de-DIVERLEX-Diversidad-e-Igualdad-a-Traves-de-la-Ley�, párr. 16.


� Reportero 24, junio de 2011. En: � HYPERLINK "http://www.reportero24.com/2011/06/caracas-transexuales-temen-por-su-vida/" �http://www.reportero24.com/2011/06/caracas-transexuales-temen-por-su-vida/� 





